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ANALISIS DE LA FACULTAD DE ATRACCION PREVISTA EN EL ULTIMO PARRAFO DE LA FRACCION V DEL ARTICULO 107 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPUBLICA DENTRO DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

TITULO TERCERO

CAPITULO IV

DEL PODER JUDICIAL

Artículo 107.- Todas las controversias de que habla el artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley, de acuerdo con las bases siguientes:

...

V.- El Amparo contra sentencias definitivas...

...

La Suprema Corte de Justicia, de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito, o del Procurador General de la República, podrá conocer de los amparos directos que por su interés y trascendencia así lo ameriten.

CONSIDERACIONES:

DEFINICION SIMPLE:

Facultad.- Aptitud o capacidad para ejercer una función. Derecho de Poder para hacer o no hacer una cosa.

Atracción.- Acción y efecto de atraer.

Atraer.- Traer hacia sí una cosa.

DEFINICION DOCTRINARIA:

Facultad.- El origen de la palabra facultad arraiga en la antigua voz latina "facul" equiparada etimológicamente a faculis, voz del verbo facere, que significa hacer.

Atracción.- Del latín attractio, la atracción procesal es consecuencia y efecto de la atractividad que caracteriza a los procesos universales, tanto intervivos como mortis causa.

La actractividad determina los efectos modificativos sobre la competencia de los tribunales y acarrea como consecuencia la acumulación de los juicios singulares al juicio universal.

DEFINICION CONSTITUCIONAL:

La fracción V parte in fine del artículo 107 de la Constitución, establece que la Suprema Corte de Justicia de la Nación podrá de oficio o a petición del Procurador General de la República o del Tribunal Colegiado correspondiente, atraer los asuntos de mayor trascendencia o relevancia.

La facultad de atracción es una facultad meramente potestativa y discrecional otorgada a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sin que exista bilateralmente la obligación de exponer los motivos que se tuvieron para ejercitarla.

Resulta una actividad potestativa de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y se considera una invasión a la competencia de los Tribunales Colegiados en el ámbito federal, a fin de delimitar la esfera competencial entre estos dos órganos jurisdiccionales.

En la esfera del amparo, la competencia es el conjunto de facultades que la normatividad jurídica otorga a determinadas autoridades estatales, con el fin de establecer el control constitucional en los casos previstos por el artículo 103 de la Ley Suprema.

Es preciso hacer notar que en el actuar del Poder Judicial Federal encontramos dos grandes partes que son: La función judicial propiamente dicha y la de control constitucional.

La función judicial, es en exclusiva, una facultad de los Tribunales Federales para conocer del juicio de amparo, pero también sabemos que esta integrado por autoridades que, lejos de resolver conflictos constitucionales, se dedican a ventilar controversias jurídicas. Dentro de éstas encontramos a los Tribunales Unitarios de Circuito y los Juzgados de Distrito; cabe advertir que ambas autoridades asumen en algunos casos el papel de autoridad ya que a partir de 1995, los Tribunales Unitarios, antes sólo Tribunales de Alzada, se les otorga la facultad de conocer de determinados Juicios de Amparo Indirectos, y los Juzgados de Distrito que hace mucho juegan un doble papel, el de autoridad judicial y el de autoridad constitucional.

La función de control constitucional, le corresponde en exclusiva a los Tribunales Colegiados de Circuito y a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

De acuerdo al artículo 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en ejercicio de sus atribuciones conocerá funcionando en Pleno:

I.- De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

II.- Del recurso de revisión contra sentencias pronunciadas en la audiencia constitucional por jueces de distrito o los tribunales unitarios de circuito, en los siguientes casos:

a).- Cuando subsista en el recurso el problema de constitucionalidad de normas generales si en la demanda de amparo se hubiera impugnado una ley federal, local, del distrito federal, o un tratado internacional, por estimarlos directamente violatorios de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

b).- Cuando se ejercite la facultad de atracción contenida en el segundo párrafo del inciso b) de la fracción VIII del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para conocer de un amparo en revisión que por su interés y trascendencia así lo amerite; y

c).- Cuando se trate de los casos comprendidos en las fracciones II y III del artículo 103 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin que baste la afirmación del quejoso sobre la existencia de un problema de esa naturaleza.

III.- Del recurso de revisión contra sentencias que en amparo directo pronuncien los tribunales colegiados de circuito, cuando habiéndose impugnado la inconstitucionalidad de una ley federal, local, del distrito federal o de un tratado internacional, o cuando en los preceptos de violación se haya planteado la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dichas sentencias decidan u omitan decidir sobre tales materias, debiendo limitarse en estos casos la materia del recurso a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales.

Así mismo, señala el artículo 37 de la Ley citada, que de acuerdo con sus atribuciones los Tribunales Colegiados de Circuito son competentes para conocer:

VI.- De los conflictos de competencia que se susciten entre Tribunales Unitarios de Circuito o Jueces de Distrito de su jurisdicción en juicios de amparo. Cuando el conflicto de competencia se suscite entre Tribunales Unitarios de Circuito o Jueces de Distrito de distinta jurisdicción sobre el órgano que previno.

IX.- Las demás que expresamente les encomiende la Ley o los acuerdos generales emitidos por la Suprema Corte de Justicia funcionando en Pleno o la Sala de la misma.

Estos son algunos casos que constituyen la competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los Tribunales Colegiados de Circuito, pero, para ese alto tribunal no existe además otra forma de conocer y resolver directamente determinados asuntos, y esto es, hacer uso de su facultad de atracción, es decir la posibilidad que tiene la Suprema corte de Justicia de atraer hacia su competencia algún asunto del que originalmente conoce el Tribunal Colegiado de Circuito.

Es evidente que dicha facultad resulta ser algo vaga e incongruente ya que la ley en ningún momento establece qué debemos entender por interés y trascendencia, o en qué casos se presenta ese interés y trascendencia.

1.- Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

No obstante haberse reformado recientemente, es todavía más imprecisa, por lo que se aborda el tema relativo a la facultad de atracción, de la siguiente manera:

"Artículo 21.- Corresponde conocer a las Salas: ...- Del recurso de revisión en amparo contra sentencias pronunciadas en la audiencia constitucional por los Jueces de Distrito o Tribunales Unitarios de Circuito, en los siguientes casos:

b).- Cuando se ejercite la facultad de atracción contenida en el segundo párrafo del inciso b) de la fracción VIII del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para conocer de un amparo en revisión que por su interés y trascendencia así lo ameriten.".

La citada fracción III en su inciso b) segundo párrafo dispone: "La Suprema Corte de Justicia de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito, o del Procurador General de la República, podrá conocer de los amparos en revisión que por su interés y trascendencia así lo ameriten.".

Es evidente que la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en este caso, resulta ser más precisa que la propia Carta Magna, ya que ésta no nos brinda un criterio o un panorama amplio acerca del verdadero fundamento para ejercitar dicha facultad.

Del estudio que se realizó al Reglamento Interno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se desprende que nuestro más alto Tribunal Judicial no tiene delimitadas sus atribuciones con los Tribunales Colegiados en razón de la facultad de atracción que ejerce nuestro órgano federal.

La implantación de la facultad de atracción, resulta ser a todas luces una inequidad para la administración de justicia, toda vez que no determina los asuntos que deben considerarse como trascendentes o de interés y se deja a la buena fe de la Corte atraer los asuntos que los considere como tal, sin tener un apoyo jurídico que así lo disponga, lo cual constituye un detrimento a las partes, ya que ésta facultad de atracción no puede ser solicitada por el quejoso u otra parte en el juicio.

2.- Procedibilidad de la facultad de atracción.

a).- Por parte de los Tribunales Colegiados de Circuito.

Si cualquiera de los Tribunales Colegiados de los veintitrés circuitos existentes en toda la República solicitan el ejercicio de la Facultad de Atracción, lo harán saber a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, expresando las razones en que funde su solicitud petición y remitirá los autos a la Suprema Corte, la cual dentro del término de treinta días siguientes a la recepción de los mismos, resolverá si la ejercita o no.

b).- Por parte del Procurador General de la República.

Cuando el Procurador General de la República solicita se ejercite esa facultad, presenta la petición a la Suprema Corte y lo comunicará al Tribunal Colegiado, la primera pedirá al segundo que le remita los autos y dentro del término de treinta días contados a partir de la recepción de los mismos resolverá lo que proceda, si decide ejercitar la Facultad de Atracción, lo hará saber al Tribunal y procederá a dictar la resolución correspondiente, en caso contrario devolverá los autos al tribunal de su origen.

c).- Por parte de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

De acuerdo al último párrafo de la fracción V del artículo 107 de la Constitución, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado del Circuito o del Procurador General de la República, podrá conocer de los amparos directos que por interés y trascendencia así lo ameriten.

Si se ejerce de oficio esta facultad, la Suprema Corte de Justicia de la Nación lo comunicará por escrito al Tribunal Colegiado, quien dentro de quince días hábiles le remitirá los autos.

En el caso de que la Suprema Corte de Justicia se aboque al conocimiento del amparo directo, mandará turnar el expediente dentro del término de diez días al Ministro relator que corresponda, para que dentro de treinta días, que puede ser ampliado, formule por escrito el proyecto de resolución redactando en forma de sentencia y se pasará copia del mismo a los demás Ministros, quedando los autos a su disposición para su estudio en la Secretaría.

Cuando el Ministro relator estime que no sea bastante el plazo de treinta días para formular proyecto, por la importancia del negocio o lo voluminoso del expediente, pedirá la ampliación de dicho término por el tiempo que sea necesario, formulando el proyecto de sentencia, se señalará día y hora para su discusión y resolución en sesión pública, pudiendo aplazarse la resolución por una sola vez.

3.- La Supremacía de la Suprema Corte para ejercitar la facultad de atracción.

Le corresponde a la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejercitar la facultad de atracción, ya que queda a su arbitrio estimar la trascendencia e interés que determine la misma.

Por lo que si se emplea este concepto mediante el ejercicio de esta facultad, se quebranta todo el sistema competencial de los Tribunales Colegiados de Circuito en el amparo uni-instancial, segregando de su conocimiento cualquier caso que en opinión mayoritaria de los Ministros de la Corte presenten esas características especiales, cuya apreciación es meramente subjetivo. Así dentro de la connotación de esta expresión tan vaga e imprecisa, se pueden comprender motivos que no trasciendan del fuero íntimo de dichos Ministros.

HIPOTESIS:

Encontramos que la facultad de atracción prevista en el artículo 107 fracción V último párrafo de la Constitución General de la República, así como la señalada en el artículo 10 fracción II inciso b) de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, es inequitativa.

La subjetividad de los criterios de interés y trascendencia que fundan el ejercicio de la facultad de atracción, provoca inequidad jurídica hacia la Corte, ya que este alto Tribunal puede o no ejercitar dicha facultad, aún cuando exista solicitud de los Tribunales Colegiados de Circuito o del Procurador General de la República.

La facultad de atracción es una figura jurídica relevante que se presenta en el amparo directo o uni-instancial y en revisión del amparo indirecto o bi-instancial.

Se establece que la facultad de atracción se crea con la Constitución de 1917 y con la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, sin que se establezcan criterios objetivos que funden los casos de ejercicio constitucional a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Se debe especificar los criterios de interés y trascendencia para saber los casos en que la Suprema Corte de Justicia de la Nación pueda hacer uso de esa facultad.

PROPUESTA:

Se propone modificar el último párrafo de la fracción V del artículo 107 Constitucional y preceptos correspondientes, con el objeto de equilibrar y subsanar una laguna jurídica contenida en la citada fracción constitucional, tomando en consideración y especificando: El tipo de interés y de trascendencia por la que necesariamente deberá atraerse el expediente y no dejarse al arbitrio del juzgador, quien tiene la facultad de sobreseer el amparo dejando al quejoso en estado de indefensión.

ANALISIS A LOS ARTICULOS 51 Y 73 FRACCION III 

DE LA LEY DE AMPARO

Cuadro jurídico donde se localizan los preceptos a analizar:

LIBRO PRIMERO

Título Primero

Capítulo VI

De la Competencia y de la Acumulación


LIBRO PRIMERO

Título Primero

Capítulo VIII

De los casos de improcedencia



Artículo 51.- Cuando el juez de Distrito ante quien se haya promovido un juicio de amparo tenga conocimiento de que otro está conociendo de otro juicio promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el mismo acto reclamado, aunque los conceptos de violación sean diversos, dará aviso inmediatamente a dicho juez, por medio de oficio, acompañándole copia de la demanda, con expresión del día y hora de su presentación.

Recibido el oficio por el juez requerido, previas las alegaciones que podrán presentar las partes dentro del término de tres días, decidirá, dentro de las veinticuatro horas siguientes, si se trata del mismo asunto, y si a él le corresponde el conocimiento del juicio, y comunicará su resolución al juez requirente. Si el juez requerido decidiere que se trata del mismo asunto, y reconociere la competencia del otro juez, le remitirá los autos relativos; en caso contrario, sólo le comunicará su resolución. Si el juez requiriente estuviere conforme con la resolución del requerido, lo hará saber a éste, remitiéndole en su caso, los autos relativos, o pidiendo la remisión de los que obren en su poder.

Si el Juez requiriente no estuviere conforme con la resolución del requerido y se trata de Jueces de la jurisdicción de un mismo Tribunal Colegiado de Circuito, lo hará saber al Juez requerido, y ambos remitirán al Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, copia certificada de las respectivas demandas, con expresión de la fecha y hora de su presentación, y de las constancias conducentes, con las cuales se iniciará la tramitación del expediente, y con lo que exponga el Ministerio Público Federal y las partes que aleguen por escrito, se resolverá dentro del término de ocho días, lo que proceda, determinando cual de los Jueces contendientes debe conocer del caso, o declarando que se trata de asuntos diversos y que cada uno de ellos debe continuar conociendo del juicio ante él promovido.

Si la contienda de competencia se plantea ante jueces de Distrito que no sean de la jurisdicción de un mismo Tribunal Colegiado de Circuito, se estará a lo dispuesto en el párrafo anterior, pero la copia certificada de las respectivas demandas, con expresión de la fecha y hora de su presentación, y de las constancias conducentes, se remitirá entonces al Presidente de la Suprema Corte de Justicia, quien ordenará la tramitación del expediente, y con lo que exponga el Ministerio Público Federal y las partes aleguen por escrito, lo turnará a la Sala respectiva, la cual resolverá dentro del término de ocho días, lo que proceda, determinando cuál de los jueces contendientes deber conocer del caso, o declarando que se trata de asuntos diversos, y que cada uno de ellos debe continuar conociendo el juicio ante él promovido.

Cuando en cualquiera de los casos a que se refiere este artículo se resolviere que se trata de un mismo asunto, únicamente se continuará el juicio promovido ante el juez originalmente competente; por lo que sólo subsistirá el auto dictado en el incidente relativo al mismo juicio, sobre la suspensión definitiva del acto reclamado, ya sea que se haya negado o concedido éste. El juez de Distrito declarado competente, sin acumular los expedientes, sobreseerá en el otro juicio, quedando, en consecuencia, sin efecto alguno el auto de suspensión dictado por el juez incompetente, sin perjuicio de hacer efectivas, si fuere procedente, las cauciones o medidas de aseguramiento relacionadas con dicho auto. Si este último incidente se encontrare en revisión, se hará saber la resolución pronunciada en el expediente principal al superior que esté conociendo de dicha revisión, para que decida lo que proceda.

Si el juez de Distrito declarado competente, o el Tribunal Colegiado de Circuito, no encontrare motivo fundado para haberse promovido dos juicios de amparo contra el mismo acto reclamado, impondrán, sin perjuicio de las sanciones penales que procedan, al quejoso, o a su apoderado, o a su abogado, o a ambos, una multa de treinta a ciento ochenta días de salario, salvo que se trate de los actos mencionados en el artículo 17.


Artículo 73.- El juicio de amparo es improcedente:

...

III.- Contra leyes o actos que sean materia de otro juicio de amparo que se encuentre pendiente de resolución, ya sea en primera o única instancia, o en revisión, promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el propio acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales sean diversas.



CONSIDERACIONES:

De los preceptos transcritos de la Ley de Amparo, nos encontramos ante un problema de índole procedimental que pasamos a analizar.

El artículo 51 establece que cuando el Juez de Distrito ante quien se haya promovido un juicio de amparo, tenga conocimiento de que otro está conociendo de un diverso juicio promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el mismo acto reclamado, aunque los conceptos de violación sean diversos, dará aviso inmediato a dicho juez por medio de oficio, acompañándole copia de la demanda con expresión del día y la hora de su presentación.

En el análisis de la acumulación de juicios, nos percatamos que ésta es una fase procedimental por donde los expedientes deben reunirse o “acumularse”, a fin de que su substanciación se lleve a cabo ante un solo juez, quien deberá fallarlos en una misma sentencia, tomando en cuenta el principio de economía procesal y a fin de evitar sentencias contradictorias.

En efecto, se establece que procede la acumulación sólo en juicios de amparo que se estén substanciando ante los jueces de distrito en amparo indirecto, no así en los juicios que se tramiten ante los Tribunales Colegiados de Circuito o en amparos directos.

La figura procedimental en comento puede ser tramitada de oficio o a petición de parte, quedando establecido también que el Tribunal competente para conocer y resolver la procedencia de la acumulación, lo es el Tribunal Colegiado de Circuito cuando los Jueces de Distrito pertenezcan a un mismo circuito, y si se promueve ante el superior jerárquico de la autoridad responsable, será competente el Juzgado de Distrito que ejerza jurisdicción en el lugar donde se ejecutó el acto reclamado; disponiéndose además, que deberán acumularse los juicios de acuerdo con su antigüedad, es decir se integrará al expediente más antiguo, el más reciente, pero si los dos se presentaron y se promovieron en la misma fecha y hora, el Tribunal competente será el que resuelva dicha cuestión, sin especificar quien.

El incidente de acumulación deberá tramitarse en una sola audiencia, en la que se hará una relación de los juicios, se citará a las partes para que por medio de alegatos expresen lo que a su derecho convenga, y el juez dictará la resolución que corresponda, contra la cual no procede recurso alguno.

Recibido el oficio por el juez requerido, las partes podrán presentar sus alegaciones, dentro del término de tres días, decidirá dentro de las veinticuatro horas siguientes sí se trata del mismo asunto, y si resulta que su conocimiento le corresponde a él, comunicará la resolución al juez requiriente. Si el juez requerido decidiera que no se trata del mismo asunto y reconociere la competencia del otro juez le devolverá los autos relativos; caso contrario, sólo le comunicará su resolución. Si el juez requiriente estuviere conforme con la resolución del requerido, lo hará saber a éste remitiéndole, en su caso, los autos relativos, o pidiendo la remisión de los que obren en su poder.

Es necesario hacer notar que contra las resoluciones que se dicten o que recaigan a la acumulación no procede recurso alguno, según lo establece la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación número veinticinco visible a fojas cuarenta y seis, octava parte común al Pleno y a las Salas del último apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995.

Los actos que produce el incidente de acumulación, como el oficio por el que un Juez pide a otro que le remita los autos para que se lleve a cabo la acumulación, consisten en suspender el procedimiento en los juicios que han de acumularse mientras no se decidan sobre dicha cuestión.

El artículo 73 de la Ley de Amparo expresa los casos de improcedencia del juicio de amparo que según el artículo 74 fracción III serán materia de sobreseimiento de la acción ejercitada; así entendemos por “improcedencia”, la situación procesal en la cual, por no reunir o existir todos los supuestos procesales del juicio constitucional, no debe admitirse la demanda de amparo ni tramitarse el juicio.

Según el artículo 103 Constitucional, el juicio de amparo es procedente cuando se reúnan los siguientes supuestos: Que exista un acto; que ese acto provenga de una autoridad; que la autoridad a través de ese acto viole garantías individuales y que el agraviado solicite la protección de la justicia federal.

De lo anterior se aprecia que la propia Carta Magna estableció las causas de improcedencia del juicio de amparo; por lo que al darle vida como tutelador de las garantías individuales, se plasma la forma y procedimiento respectivos, a éstas causales de improcedencia se han llamado actos ordinarios o legales.

Cabe reiterar que las causas de improcedencia previstas en el citado precepto de la Ley de Amparo no son las únicas que contempla dicho ordenamiento, si bien puede decirse que no hay más causas de improcedencia que las enunciadas expresamente por la Ley o que implícitamente se tengan en las mismas.

Lo anterior significa que el órgano jurisdiccional no puede aplicar otras causas de improcedencia diversas, sino tan sólo las que expresamente señala el artículo 73, aunque existen otras que no están previstas en el dispositivo en comento, sino que, combinados con éste, nos presentan por ejemplo, la causal de sobreseimiento, como puede observarse a continuación:

De la fracción XVIII del artículo 73 en combinación con el artículo 4, ambos de la ley de la materia, se desprende que, por no promoverse el juicio por la parte a quien perjudica el acto o la Ley que se reclama, se está en presencia de una causa de sobreseimiento, establecida en el artículo 74 fracción III.

La figura de la improcedencia es de orden público y debe declararse de oficio, aunque las partes no la soliciten, en cualquier momento procesal del juicio.

La improcedencia, como ya se dijo, produce el sobreseimiento del juicio de amparo; sin embargo, no a toda demanda de amparo corresponde una sentencia que resuelve la constitucionalidad o inconstitucionalidad del acto reclamado y esto se debe a que existen diversos criterios que hacen procedente el juicio de amparo, de tal manera la resolución que, en su caso, se dicte sólo declarará que el juicio ha sido improcedente, sobreseyéndolo, sin entrar al fondo del estudio constitucional del acto reclamado.

La fracción III del artículo en comento, expresa que el juicio de amparo es improcedente contra leyes o actos que sean materia de otro juicio de amparo que se encuentre pendiente de resolución, ya sea en primera o única instancia, o en revisión, promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el mismo acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales sean diversas.

Esto es, en virtud del principio de economía procesal y para poder evitar sentencias contradictorias y aún diferentes sobre una misma controversia, la Ley prohibe se interpongan otros juicios que pudieran iniciarse ante el mismo juzgado o ante otro diferente, variando únicamente los conceptos de violación, cuando uno idéntico esté pendiente de resolución.

Tenemos que el artículo 73 fracción III de la Ley de Amparo refiere a una causal de improcedencia de un juicio de amparo pendiente de resolución, sea que se encuentre en el Juzgado de Distrito, o ante los Tribunales Colegiados.

Dicha causal presupone que el amparo pendiente de resolución haya sido promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el propio acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales sean diversas.

Por su parte, el artículo 51 de la misma Ley, que se refiere a la acumulación, establece que cuando un Juez de Distrito ante quien se promueve un amparo tenga conocimiento de que otro está conociendo de un diverso juicio promovido por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades y por el mismo acto reclamado, aunque los conceptos de violación sean diversos, iniciará los trámites correspondientes a la acumulación en los términos que en el mismo artículo prevé.

De lo anterior, se deduce que la causal de improcedencia prevista por el artículo 73 fracción III y los requisitos que establece el artículo 51 referente a la acumulación, hacen referencia a lo mismo, ya que ambos preceptos exigen que se trate del mismo quejoso, las mismas autoridades, el mismo acto reclamado y finalmente, citan al hecho de que los conceptos de violación puedan ser diversos.

La causal de improcedencia que se manifiesta en el precepto referido debe desaparecer para que opere en su lugar la acumulación por las razones que se han expuesto.

CRITERIOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION.

"AMPAROS PROMOVIDOS POR EL MISMO QUEJOSO.- Si las autoridades responsables son las mismas en dos juicios de amparo promovidos por el mismo quejoso, pero los actos reclamados y en especial el de aplicación son diversos, no procede sobreseer el juicio de amparo".

Séptima Epoca

Instancia: Segunda Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: 16 Tercera Parte

Página:    58

IMPROCEDENCIA, CAUSAL DE, POR EXISTENCIA DE OTRO JUICIO DE AMPARO. SE REQUIERE DEMOSTRAR QUE SE REFIERE A LAS MISMAS AUTORIDADES RESPONSABLES E IDENTICOS ACTOS RECLAMADOS.  La Ley de Amparo exige para que opere la causal de improcedencia por existencia de juicio de amparo anterior, prevista por la fracción III del artículo 73 de la Ley de Amparo, únicamente la presencia de los siguientes requisitos: a) Que la ley o acto que se reclamen, sean materia de otro juicio de amparo; b) Que ese juicio esté pendiente de resolución, ya sea en primera o única instancia o en revisión; y c) Que ambos juicios de garantías estén promovidos por el mismo quejoso o quejosos, contra las mismas autoridades responsables y por el mismo acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales sean diversas.

"ACTOS RECLAMADOS EN JUICIO DE GARANTIAS ANTERIOR, CUANDO OPERA LA IMPROCEDENCIA QUE EL AMPARO CON MOTIVO DE,. El juicio de garantías contra un acto reclamado en un amparo anterior es improcedente, aunque en uno de tales amparos se hayan hecho valer violaciones a las leyes del procedimiento y en otras violaciones de fondo, por que de acuerdo con lo dispuesto por el Artículo 73 fracción III y IV de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, la invocada causal de improcedencia opera con independencia de que las violaciones constitucionales aducidas en dichos juicios sean diversas".

Amparo en Revisión 7488/81.- Máximo Juárez Miguel (Poblado de San Francisco Jaltepetongo Municipio del mismo nombre, Estado de Oaxaca) (Acumulación).- 29 de noviembre de 1982.- 5 votos ponente Carlos del Río Rodríguez.- Secretario Wilfrido Castañon León.- Informe de 1983.- Segunda Sala, pág. 70.

“ACUMULACION DE LOS JUICIOS DE AMPARO. LA ABSTENCION DE LOS JUECES DE DISTRITO PARA DECRETARLA, NO ES VIOLATORIA DEL ARTICULO 57 DE LA LEY DE AMPARO.- El Artículo 57 de la Ley de Amparo establece que los jueces de distrito podrán decretar la acumulación de los juicios de amparo. Tales términos evidencian que se trata de una facultad potestativa que tienen los jueces de distrito para decretar dicha acumulación en los casos que el citado precepto señala, con el propósito que seguramente tuvo en cuenta el legislador, de evitar que se pronunciaran resoluciones contradictorias en juicios de garantías en que los actos reclamados son los mismos, y por economía procesal, a fin de que en una sola sentencia se resolvieran todos los amparos acumulados, por lo que juez de distrito que se abstenga de tramitar la acumulación referida o no resulta violatorio del precepto legal invocado.”.

Amparo en revisión 6979/60.- Miguel Angel Díaz.- 22 de junio de 1973. 5 Votos. Ponente David Franco Rodríguez. Informe de la S. C. J. N. de 1973. Pág. 31 de la Sección correspondiente a la Tesis de la Sala Auxiliar, Sección Primera.

“ACUMULACION. PRECEPTOS QUE LA RIGEN. No se consideran normas fundamentales del procedimiento, su aplicación no priva de defensa a las partes.”.

Publicado en el apéndice de la jurisprudencia de 1917 a 1975, Tercera Parte, págs. 208 y 209 (en relación con el Artículo 91 Fracción IV de la Ley de Amparo).

Se ha sentado el criterio de que las violaciones procesales que hubiera podido cometer el Juez de Distrito al declarar improcedente la solicitud de acumulación, no encuadran dentro de ninguno de los supuestos de la fracción IV del Artículo 91 de la Ley de Amparo, que faculta al Tribunal de Segunda Instancia para conocer de violaciones cometidas por el Juez de Distrito durante la secuela del procedimiento, en los casos en que se hubieran violado las reglas fundamentales que norman el procedimiento en el juicios de amparo, cuando el juez hubiera incurrido en alguna omisión que dejara sin defensa al quejoso o pudiera influir en la sentencia definitiva.

No puede estimarse que los preceptos que rigen la acumulación sean reglas fundamentales que norman el procedimiento con el amparo, ya que se trata de una cuestión que se plantea de manera eventual y por ello no puede estimarse fundamental; tampoco puede considerarse que las resoluciones sobre acumulación priven de defensa a las partes o influyan de manera decisiva en la sentencia definitiva, ni menos aún que priven de audiencia a las partes que tienen derecho a intervenir en el juicio.

“ACUMULACION. NO PUEDE RESOLVERSE EN LA REVISION.- Este Tribunal Pleno no puede ocuparse ahora del problema de acumulación que impropiamente se infiltra en el capítulo de agravios que ocupan nuestra atención, pues tal cuestión compete decidirla exclusivamente a los jueces de distrito, según se desprende de una recta interpretación de los artículos 57, 58 y 59 de la Ley Reglamentaria del Juicio Constitucional.”.

Tesis Pág. 265 Informe 1973. Pleno.

“ACUMULACION CARACTER DE LAS REGLAS QUE LA RIGEN.- No puede estimarse que los preceptos que rigen la acumulación sean reglas fundamentales que norman el procedimiento en el amparo, ya que la acumulación es una cuestión que se plantea de manera eventual y, por ello, no puede estimarse “fundamental”; tampoco puede considerarse que las resoluciones sobre acumulación priven de defensa a las partes o influyan de manera decisiva en la sentencia definitiva, ni menos aún que priven de audiencia a las partes que tienen derecho a intervenir en juicios.”.

Amparo en revisión 5196/70.- Raúl Ramos Willes y otros.- 4 de noviembre de 1971.- Unanimidad de 4 votos.- Ponente Jorge Iñarritu.- Informe rendido a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Por su Presidente: Sr. Lic. Alfonso Guzmán Neyra. De 1971 pág. 85.

“ACUMULACION. UNA VEZ SOLICITADA, DEBE SUBSTANCIARSE.- Atento a lo dispuesto por los artículos 50, 60 y 62 de la Ley de Amparo, cuando se solicite la acumulación de juicios diversos, el juez de distrito está obligado a substanciarla, citando a las partes a una audiencia, oyendo los alegatos que éstas produjeren y dictando la resolución correspondiente, suspendiendo previamente el procedimiento en el juicios principal.”.

Informe de 1981. Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa de Primer Circuito. Pág. 80 y 81.

Actualmente, los conflictos que se susciten sobre resoluciones que en materia de acumulación pronuncien los Juzgados de Distrito, serán resueltos por los Tribunales Colegiados de Circuito y, en ningún caso, por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, siendo el Tribunal competente para ello, aquél dentro de cuya jurisdicción resida el Juez de Distrito que previno. Como fácilmente se advierte, con esta medida, además de evitar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación entre al conocimiento de cuestiones que no resultan trascendentes, se logra una mayor celeridad en el desarrollo del juicio constitucional, con la circunstancia de que para desalentar la promoción de acumulaciones improcedentes, en caso de que así suceda, se impondrá a la parte que la promovió una multa de treinta a ciento ochenta días de salario.

La modificación al segundo párrafo del artículo 58 de la Ley de Amparo se hace cargo del problema relativo a los jueces de distrito de la jurisdicción del Tribunal Colegiado de Circuito, pero no resuelve quien decidirá el problema de la acumulación, si se trata de jueces de distrito que no son de la misma jurisdicción; además, regula el caso de duda sobre quien previno. En efecto, el segundo párrafo de este artículo se modificó para establecer que las dudas sobre la competencia del Juez de Distrito se decidirán por el Tribunal Colegiado de Circuito en caso de acumulación de demandas.

De Los criterios sustentados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los Tribunales Colegiados, se desprende que para que se decrete la causal de improcedencia prevista por la fracción III del artículo 73 de la Ley de Amparo es necesario que se llenen los siguientes requisitos:

 Que la Ley o acto que se reclama es materia de otro juicio de amparo.

Que dicho juicio esté pendiente de resolución, ya sea en primera o en segunda instancia.

Que ambos juicios de garantías hayan sido promovidos por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades responsables y por el mismo acto reclamado, aunque las violaciones constitucionales sean diversas.

Si el Tribunal que decreta la acumulación de juicios de amparo la solicita, y el Juez de Distrito niega tal petición, de acuerdo con el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia en el Informe de 1973, pág. 31, Sala Auxiliar, Sección Primaria, esta facultad (la de decretar la acumulación) es POTESTATIVA del Juez de Distrito y si niega la solicitud de acumulación, resulta que esta actitud no infringe lo dispuesto por el artículo 57 de la Ley de Amparo, pues se sostiene que los preceptos que rige la acumulación no se considera normas fundamentales del procedimiento y no puede decirse que el solicitante de la acumulación haya quedado en estado de indefensión.

Contrariamente a lo sustentado por el máximo Tribunal de Justicia en relación a las normas que rigen la acumulación, se deja al solicitante en un completo de estado de indefensión, porque al hacer del conocimiento al Juez de Distrito que existen dos juicios de amparo tramitados ante juzgados diferentes y que se encuentran pendientes de resolución; un Juez Federal puede negar la acumulación en un caso previsto por la Ley de Amparo, es decir, basado en el criterio que conforme a lo dispuesto por el artículo 57 debe decretarse la acumulación, ya que es una facultad potestativa, y en lugar de conceder la acumulación solicitada sobreseé el juicio; con lo que pudiera llegar a darse el caso de infringir todo lo relativo a las reglas que rigen la acumulación.

Es muy importante destacar que si existen dos juicios de garantías promovidos por el mismo quejoso, contra las mismas autoridades responsables, por el mismo acto reclamado, aunque los conceptos de violación sean diferentes, y algunos de estos juicios es sobreseído con apoyo en los artículos 73 fracción III y 74 fracción III de la Ley de Amparo, podría estimarse que dicho sobreseimiento no causa perjuicio al quejoso porque sus intereses jurídicos estarían protegidos, pero sucede que cuando los dos jueces de distrito tienen conocimiento de los juicios de garantía promovidos ante juzgados diferentes, ambos decretan el sobreseimiento con apoyo en la causal antes mencionada, en lugar de decretar la acumulación, por lo que obviamente el quejoso queda en estado de indefensión.

Consideramos que debe dársele un enfoque más adecuado a la redacción del artículo 73 fracción III, para hacerlo acorde con las reglas que rigen la acumulación.

En este sentido y, de acuerdo con las normas que rigen la acumulación, y en función del problema planteado, se concluye que la causal de improcedencia debe desaparecer, quedando subsistente las reglas que rigen la acumulación y estableciéndose el recurso que resultara procedente para combatir la negativa de la acumulación.

HIPOTESIS:

El incidente es toda cuestión contenciosa que surge dentro de un juicio y que tiene con este una estrecha relación.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 35 de la Ley de Amparo, en los juicios de garantía no se substanciarán más artículos del previo y especial pronunciamiento que lo expresamente establecido por esta Ley, como artículo que es de carácter limitativo y no enunciativo.

Dentro del juicio de amparo se considera como incidentes de previo y especial pronunciamiento los siguientes:

De Nulidad de Notificaciones.

De Competencia o Incompetencia del órgano jurisdiccional que conoce del asunto.

Incidente de Suspensión.

Incidente de Acumulación de Juicios.

La acumulación de autos en el amparo, es una institución por cuya virtud los expedientes deben reunirse a fin de que su substanciación se lleve a cabo ante un solo Juez, quien deberá fallarlos en una misma sentencia, por economía procesal y a fin de evitar sentencias contradictorias.

Sólo es dable la acumulación de juicios de amparo promovidos en vía indirecta más no respecto a los juicios de amparo promovidos en forma directa.

La acumulación puede tramitarse a petición de parte o de oficio por el órgano jurisdiccional.

La acumulación se basa en la litispendencia y en la conexión de la causa.

La improcedencia del juicio de amparo es de orden público y debe declararse de oficio.

La fracción III del artículo 73 de la Ley de Amparo prevé una causal de improcedencia basada en el principio de economía procesal para evitar el pronunciamiento de sentencias contradictorias.

Existe contradicción en lo dispuesto por los artículos 51 y 73 fracción III de la Ley de Amparo, pues en un momento dado se hace negatoria el trámite relativo a la acumulación previsto por el artículo 51, para en su lugar declarar improcedente el juicio en términos al artículo 73 fracción III, sin adentrarse al estudio de las violaciones constitucionales.

La abstención de los jueces de distrito para decretar la acumulación es, en realidad, una facultad potestativa de los mismos órganos federales.

La abstención de los jueces de distrito para decretar la acumulación es violatoria del artículo 57 de la Ley de Amparo.

Los preceptos que rigen la acumulación no se consideran normas fundamentales del procedimiento.

PROPUESTA:

Desaparecer la causal de improcedencia prevista y sancionada por el artículo 73 fracción III para que únicamente prevalezca la figura establecida en el artículo 51 que se traduce en la acumulación de juicios.

LUIS IGNACIO M. LUJANO RIVERA 

propuestas de modificación a la Ley de Amparo, consideramos de nuestro interés reflexionar entre otros temas sobre el Libro Segundo de la Ley de Amparo denominado precisamente “Del Amparo en materia Agraria”, que comprende los artículos 212 al 234 y a los que se han ido incorporando diversos criterios de fecunda labor jurisprudencial y tutelado de manera privilegiada; que a la fecha son las disposiciones vigentes que la rigen y cuyas últimas reformas a los artículos 224 y 231, fracción IV  se publicaron en el Diario Oficial de la Federación el 16 de enero de 1984.

I.  El artículo 232 de la Ley de Amparo establece: “Obligación especial del Ministerio Público de vigilar que se cumplan las sentencias dictadas a favor de los núcleos”.

Esta obligación en la práctica jurídica no se cumple, y no existe una sanción para ello, lo cual se estima no es correcto, ya que si la Ley de la materia impone obligación al juez de amparo de recabar las aclaraciones necesarias para perfeccionar la demanda, suplir las deficiencias que encontrare; y a las autoridades responsables de rendir sus informes justificados, no sólo de manera más precisa sino acompañado de todos los elementos indispensable para poder imponerse la autoridad federal del asunto, y en la práctica jurídica estos mandatos se observan, es menester que no sea letra muerta la obligación impuesta al ministerio público quien cuidando el aspecto social del juicio agrario cumpla con la obligación impuesta, para lo cual se reformaría el precepto legal en comento para ser congruentes con lo dispuesto por el artículo 5º, fracción IV de la Ley de Amparo que regula la intervención del Ministerio Público Federal como parte del juicio de amparo en materia agraria y puede promover los recursos que establece la propia ley. Es conveniente que los Tribunales del Poder Judicial de la Federación determinen cuales son las facultades del ministerio público federal y de qué medios puede valerse para cumplir con la obligación que le impone la ley; es decir, qué debe hacer cuando advierta que un juicio de garantías está paralizado y el cómo va a cuidar que las sentencias favorables a los núcleos de población sean “debidamente cumplidas” por las autoridades responsables, para que se asegure la efectiva participación del Ministerio Público, ya que en la actualidad se limitan a veces a formular pedimento carente de sustentación jurídica en que opinan cómo debe resolverse o ni siquiera desahogan vista o formulan pedimento alguno, de manera que se propone, la redacción del artículo 232 de la Ley de Amparo de la manera siguiente: El Ministerio Público cuidará que las sentencias dictadas a favor de los núcleos de población ejidal o comunal sean debidamente cumplidas por parte de las autoridades encargadas de tal cumplimiento. LA INOBSERVANCIA DE ESTA OBLIGACIÓN POR PARTE DEL MINISTERIO PÚBLICO SERÁ SANCIONADA POR LA AUTORIDAD FEDERAL QUE CONOZCA DEL JUICIO DE GARANTÍAS, DANDO CUENTA AL SUPERIOR DE ÉSTE, CON EL INCUMPLIMIENTO PARA QUE SE LE PREVENGA DE SU OBSERVANCIA Y DE NO SATISFACERSE DICHA OBLIGACIÓN SE IMPONDRÁ UNA MULTA DE CINCO A CIENTO OCHENTA DÍAS DE SALARIO MÍNIMO, TOMANDO EN CUENTA LAS CIRCUNSTANCIAS DEL CASO.  Esta reforma cumpliría con optimizar los mecanismos adecuados para que las sentencias de amparo se ejecuten y que el quejoso o los quejosos coadyuven con la institución del ministerio público allegándole elementos para que este pudiera cumplir según las circunstancias del caso.

II.  Por cuanto se refiere a la materia de la SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO es pertinente hacer algunas consideraciones; la fracción IX del artículo 107 constitucional dice en la parte conducente: “La suspensión se pedirá ante la autoridad responsable cuando se trate de amparos directos promovidos ante los tribunales colegiados de circuito, y la propia autoridad responsable decidirá al respecto…” en el artículo 170 de la Ley de Amparo se reitera en esencia lo expresado en la citada fracción IX y el 173, que se refiere a los casos en que se trate de sentencias definitivas o de resoluciones que pongan fin al juicio, dictadas en juicios del orden civil o administrativo se establecen lineamientos que son: para conceder la suspensión es necesaria, la instancia del agraviado; procede decretarla además si concurren los requisitos establecidos por el artículo 124 (Que no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público, que sean de difícil reparación, los daños o perjuicios que se causen al agraviado con la ejecución del acto); surtirá efectos si se otorga caución bastante para responder de los daños y perjuicios que pueda ocasionar a terceros; además de estas reglas son aplicables los artículos 125, párrafo segundo 126, 127 y 128 que concretamente expresan; si con la suspensión se afectan derechos no estimables en dinero, se fijará discrecionalmente el importe de la garantía; la suspensión quedará sin efecto si el tercero otorga caución bastante para restituir las cosas al estado que guardaban antes de la violación de garantías y para pagar los daños y perjuicios que sufra el quejoso, en el caso de que se le conceda el amparo para que surta efectos la caución que ofrezca el tercero, deberá cubrir el costo que otorgó el quejoso. No se admitirá la contrafianza cuando de ejecutarse el acto reclamado quede sin materia el amparo, ni cuando los derechos que puedan afectarse al tercero perjudicado no sean estimables en dinero, la autoridad fijará el monto de la garantía y contragarantía.

De lo expuesto, debe destacarse, que en el amparo directo corresponde a la autoridad responsable resolver las cuestiones relativas a la suspensión y los amparos indirectos al juez de Distrito, pero en uno y otro caso se abusa de la suspensión del acto reclamado, por lo cual esa conducta está regulada en el artículo 81 de la Ley de Amparo que establece: “cuando en un juicio de amparo se dicte sobreseimiento, se niegue la protección constitucional o desista el quejoso, y se advierta que se promovió con el propósito de retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad, se impondrá al quejoso o a sus representantes, en su caso, al abogado o a ambos, una multa de diez a ciento ochenta días de salario, tomando en cuenta las circunstancias del caso.

Lo anterior en la práctica no se cumple y menos entratándose de sujetos de la clase campesina; sin embargo, se le puede aplicar en todos los casos en que se advierta el dolo del promovente para retrasar la ejecución de un fallo, al asesor o abogado que patrocine el amparo, puesto que son éstos últimos quienes lucran para pedir la suspensión y paralizar las ejecuciones de juicios, lo que impide una pronta impartición de justicia.

Se quiso acotar brevemente este último comentario, para señalar el punto neurálgico de las ejecuciones en materia agraria, lo cual requerirá desde luego de que se enriquezca con las diversas propuestas que destacados juristas del país, seguramente les harán llegar. Sin embargo, esta modesta contribución, dado el corto tiempo para su elaboración se considera que puede aportar mecanismos adecuados para agilizar el cumplimiento de los fallos agrarios.

Enviándole un cordial saludo, y desean que nuestra sencilla participación pueda ser tomada en cuenta, nos despedimos de usted.

RUBÉN GALLEGOS VIZCARRO

A N T E C E D E N T E S

La ley de amparo reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, fue publicada en el diario oficial de la federación de 10 de enero de 1936, que entro en vigor el mismo día de su publicación, señala este ordenamiento expresamente en el articulo 2º lo siguiente:

El juicio de amparo se substanciara y decidirá con arreglo a las formas y procedimientos que se determinan en el presente libro, ajustándose en materia agraria, a las prevenciones especificas a que se refiere el libro segundo de esta ley. 

A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles.

Es el caso, que en materia de pruebas y a que alude el titulo segundo, capitulo IV, denominado de la substanciación del juicio; y de manera especifica en los artículos 150, 151, 152, 153, 154, 155, 156 y 157 de la citada ley de amparo, se establece en el articulo 150 de la citada ley lo siguiente: 

En el juicio de amparo es admisible toda clase de pruebas, excepto la de posiciones y las que fueren contra la moral o contra derecho.

C O N S I D E R A C I O N E S     J U R I D I C A S

El precepto citado, esto es el articulo 150 de la ley de amparo, adolece de una falta de técnica legislativa, ya que los medios probatorios deben de señalarse expresamente en el texto de la ley, y si se trata de un código adjetivo, es menester que se indique todas y cada una de las formalidades procedimentales, precisando la forma, términos de su ofrecimiento; así como de su aceptación o admisión y la manera de desahogar las probanzas legalmente.

En efecto en los artículos 151, 152, 153, 154, 155, de la ley de amparo en forma ostensiblemente vaga y genérica hace referencia a algunos medios de pruebas, como son: la documental; testimonial; pericial; la de inspección ocular. pero omite deliberadamente señalar otros medios probatorios como son la prueba instrumental; la de reconocimiento de documentos en cuanto a su contenido y firma, la de fama publica; la de presunciones en su doble aspecto legal y humano las científicas, esto es todos aquellos elementos aportados por los descubrimientos de la ciencia, como son las fotocopias, fotografías, videos, discos magnéticos; notas taquigráficas, etc.

Lo anterior nos lleva a la necesaria consideración de que se elabore una nueva ley de amparo y propongo incluir en la iniciativa de ley que se presentara en términos del articulo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, un capitulo de procedimientos para regular los medios probatorios de que dispondrán las partes en el juicio constitucional de amparo y que tendera a precisar todos y cada uno de los medios probatorios, en sus diversas fases como son el ofrecimiento, admisión, desahogo, debiendo establecerse una relación con los puntos de antecedentes, hechos y conceptos de violación contenidos en la demanda de garantías. 

También se recomienda que exista un sistema jurídico procesal respecto de la valuación de las pruebas, de tal manera que haya un conocimiento mas exacto de los medios de convicción, tanto para el juzgador como para las partes contendientes.

O B J E T I V O

Las anteriores consideraciones, tiene como finalidad que se cumpla con el principio de prontitud y expedites en la administración de justicia, a que hace mérito el articulo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin necesidad de acudir supletoriamente a otros tipos de ordenamientos procesales que son diferentes en cuanto a la naturaleza jurídica del juicio constitucional de garantías que regulan los artículos 103 y 107 de la Constitución Política, antes invocada.

JULIO CESAR RAMIREZ LÓPEZ
PROPUESTA DE MODIFICACION A LA LEY DE AMPARO



TEXTO EN VIGOR


CONSIDERACIONES
TEXTO PROPUESTO

Título cuarto.- De la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia y de los Tribunales Colegiados de Circuito.

Capítulo Unico

Artículo 192.- (Párrafo Segundo).

Las resoluciones constituirán Jurisprudencia, siempre que lo resuelto en ellas se sustente en cinco sentencias no interrumpidas por otra en contrario, y que hayan sido aprobadas por lo menos por catorce Ministros, si se trata de Jurisprudencia del Pleno, o por cuatro Ministros en los casos de Jurisprudencia de las Salas.

Artículo 194.- La Jurisprudencia se interrumpe dejando de tener carácter obligatorio, siempre que se pronuncie ejecutoria en contrario por catorce Ministros, si se trata de la sustentada por el Pleno; por cuatro, si es de una Sala, y por unanimidad de votos tratándose de la de un Tribunal Colegiado de Circuito.


En el título Tercero, Capítulo Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos mexicanos, relativo al Poder Judicial, en la fracción segunda del artículo 94, se estipula que la Suprema Corte de Justicia de la Nación se compondrá de once Ministros y funcionará en Pleno o en Salas. Asimismo, en el artículo 15 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, se establece que “La Suprema Corte de Justicia contará con dos Salas, las cuales se compondrán de cinco ministros, bastando la presencia de cuatro para funcionar”, lo cual es congruente con el artículo 2º del citado ordenamiento que prescribe la conformación de la Suprema Corte, por once Ministros y uno de ellos será su Presidente que no integrará Sala.

De lo anterior se deduce que es conveniente adecuar en los conducente, los artículos 192 y 194 de la Ley de Amparo a la referida disposición Constitucional.


Título cuarto.- De la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia y de los Tribunales Colegiados de Circuito.

Capítulo Unico

Artículo 192.- (Párrafo Segundo).

Las resoluciones constituirán Jurisprudencia, siempre que lo resuelto en ellas se sustente en cinco sentencias no interrumpidas por otra en contrario, y que hayan sido aprobadas por lo menos por diez Ministros, si se trata de Jurisprudencia del Pleno, o por tres Ministros en los casos de Jurisprudencia de las Salas.

Artículo 194.- La Jurisprudencia se interrumpe dejando de tener carácter obligatorio, siempre que se pronuncie ejecutoria en contrario por diez Ministros, si se trata de la sustentada por el Pleno; por tres, si es de una Sala, y por unanimidad de votos tratándose de la de un Tribunal Colegiado de Circuito.

JOSÉ MANUEL PEREYRA RODRÍGUEZ 

PROPUESTAS PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO

TITULO SEGUNDO

Del juicio de amparo ante los juzgados de distrito

CAPÍTULO II

De la demanda

El artículo 116 del a Ley de Amparo dice "La demanda de amparo deberá formularse por escrito, en la que se expresen:

. . .

V. Los preceptos constitucionales que contengan las garantías individuales que el quejoso estime violadas, así como el concepto o conceptos de las violaciones, si el amparo se pide con fundamento en la fracción I del artículo 1º de esta ley."

. . .

Sobre este precepto el artículo 4º de la ley dice "El juicio de amparo únicamente puede promoverse por la parte a quien perjudique la Ley, Tratado Internacional, el Reglamento cualquier otro acto que se reclame, pudiendo hacerlo por sí, por su representante, por su defensor si se trata de un acto que corresponda a una causa criminal, por medio de algún pariente o persona extraña en los casos en que esta Ley lo permita expresamente; y sólo podrá seguirse por el agraviado, por su representante legal o por su defensor."

El artículo antes mencionado no señala  que deba ser un Licenciado en Derecho quien promueva el Juicio de Garantías, por lo que no resulta  necesario  que el artículo 116 mencione que se deban expresar los preceptos constitucionales violados; ya que cualquier persona puede ocurrir a solicitar la Protección de la Justicia Federal, aún no teniendo nociones de derecho, máxime que se trata de un juicio en el que se busca la protección del individuo atropellado en sus derechos, para que estos no se vulneren.

Asimismo el artículo 6º de la ley dice "El menor de edad podrá pedir Amparo sin la intervención de su legítimo representante cuando éste se halle ausente o impedido; pero en tal caso, el Juez, sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgentes; le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio."

Es así que los artículo 4º y 6º, mencionan que cualquier persona, por sí misma y el menor de edad pueden solicitar el Amparo de la Justicia Federal, lo que nos hace entender  que no necesitan ser conocedores del derecho y sobre todo del Juicio de Amparo.

En conclusión se estima que la fracción V del artículo 116 de la ley debe ser derogada del  mismo, ya que existen lo siguientes principios latinos jura novit curia que significa que el juez conoce el derecho y se usa para afirmar que el derecho no está sujeto a prueba; el otro principio  es Jus novit curia, narra mihi factum, dabo tibi jus que significa que a los jueces se les debe narrar los hechos y estos le darán el derecho al demandante.

Por lo que en materia de Amparo únicamente deben narrarse los hechos constitutivos de la violación sufrida por el individuo y el juez quien si es conocedor de la materia deberá determinar si efectivamente fueron violadas su garantías individuales y en caso de otorgar el Amparo mencionar que preceptos constitucionales fueron violados. 

JUAN ANGEL MARTINEZ ACUÑA

propuestas

Con motivo de la convocatoria que el señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal Don Genaro David Góngora Pimentel, hizo para que aportáramos ideas respecto de las reformas que pudieran hacerse en la nueva Ley de Amparo, me permito poner a su atenta consideración dos que considero indispensables; en ambas la reforma caería en el artículo 136 de la Ley.  La primera, consistente en que aquellos quejosos a los que se les ha concedido la suspensión por delito no grave (y aun casi por el grave), no se les obligue a que se presenten a la autoridad que conoce de su proceso para su continuación, ya que ello implica necesariamente un cambio de situación jurídica y por ende, que no se estudie la legalidad o ilegalidad de la orden de aprehensión dictada en su contra.

La segunda, relativa a lo que se ha denominado arraigo, en que considero el Juez de Distrito debe tener especialmente la posibilidad de establecer, dentro de la suspensión, los lineamientos del lugar en donde se lleve a cabo, la forma e incluso el tiempo en que ésta deba durar, mientras se resuelve la legalidad de su procedencia, tomando evidentemente las precauciones debidas para evitar que el inconforme escape de la autoridad que deba juzgarlo.

Sin más por el momento le envío a usted un cordial saludo y quedo a sus apreciables órdenes.

ALFONSO M. PATIÑO VALLEJO

Propuestas

En relación a la consulta popular que se está haciendo por ese Honorable Tribunal respecto a las modificaciones a la Ley de Amparo, con el debido respeto, con fundamento en los Artículos 5, 6, 8 Constitucionales, comparezco para hacer las siguientes propuestas de la Ley de Amparo, y se tomen en cuenta, en la resolutoria, de la presente consulta, al proponerse ante el Congreso de la Unión.

 Antecedentes la figura del amparo si bien es cierto que la influencia anglosajona en especial la norteamericana, se encuentra impregnada en los antecedentes de la figura del amparo, también lo es que los padres del juicio de amparo en México, Manuel Crescencio Rejón, y Mariano Otero, quienes implementaron un amparo suigeneris, y mas avanzado que el norteamericano, siendo éste el amparo un medio de control, de las autoridades que conforman el gobierno en las tres instancias federal, estatal y municipal, al que recurre, el individuo, para protegerse de los actos de autoridad por violaciones a sus garantías individuales, esto es a petición de parte, aspecto del que no estoy de acuerdo, ya que la protección de garantías individuales, debe ser de oficio, es decir se debe modificar, la Ley de Amparo el Artículo 4 de la misma Ley en donde diga que el amparo se deberá otorgar de oficio, y con carácter obligatorio, por toda autoridad que conozca de una violación de garantías, de cualquier autoridad, administrativa o judicial en todos sus niveles, por la autoridad competente para otorgar dicho amparo, es decir el Ministerio Público del Fuero Común como el de la Federación, así como el Poder Judicial de los Estados y de la Federación tienen la obligación de vigilar la protección de la justicia federal en cualquier violación, al individuo y a la sociedad, de dar a conocer a la justicia federal competente de dicha violación para que ésta de oficio otorgue la suspención provisional y posteriormente la definitiva si procede, esto es se debe de modificar la ley en dos aspectos esto es que la protección y vigilancia de garantías individuales, sea de oficio y no tan solo a los individuos sino a la sociedad en su conjunto, siendo toda la sociedad vigilante de éstas, y la autoridad federal competente, de otorgar dicha protección, se haga de oficio, teniendo que substanciarlo, quien lo comunique a la justicia federal, esto es el Ministerio Público Federal o del Fuero Común, un particular, un grupo social, una autoridad administrativa, o autoridad jurisdiccional en el ejercicio de sus funciones, y esta protección será individual y social, es decir que se creara con la jurisprudencia correspondiente de la justicia federal, prácticamente un ordenamiento legal preventivo de violaciones de garantías individuales, el razonamiento a la propuesta anterior, es que en la mayoría de los casos quienes sufren violaciones a sus garantías, son las clases mas desprotegidas, marginados y pobres de la sociedad, sin tener éstos acceso a la protección de la justicia federal por escasez de recursos, o por falta de interés de su defensor de oficio, ya sea por exceso de trabajo, deficiencia o negligencia, creando esto un estado de derecho eficaz y apegado a la realidad es decir que la teoría se aplique a la práctica y no como sucede en la actualidad que una cosa es la teoría jurídica lo que señala los diferentes ordenamientos legales y otra, su aplicación.

2.-  Si observamos la estadística de la promoción de amparos, a nivel nacional de 100 amparos que se promueven, se sobreseen un 95 por ciento, y se otorga el uno o dos por ciento, los jueces y secretarios debido a la carga de trabajo, tratan de deshacerse, de estos amparos observando causales de improcedencia, y sobreseyéndose sin estudiar el fondo del asunto, por lo que sugiero que se derogue las causales de improcedencia que señala la ley, en su Capítulo VIII y IX de la Ley de Amparo, proponiendo en su lugar la obligación de estudiar el fondo de la violación en la garantía individual o social por parte de la autoridad jurisdiccional otorgando o negando la protección de la justicia federal, y que la deficiencia de la suplencia de la queja no solo sea en materia, penal agraria, o laboral sino en todas las materias.

3.-  Por lo anteriormente expuesto mis propuestas anteriores, serán con el objeto de tener un estado de derecho eficaz libre de cualquier violación de garantías individuales y sociales, en donde toda la sociedad sea vigilante y denuncie dichas violaciones, y esté siempre por encima de cualquier autoridad, la protección de los derechos individuales y sociales cumpliéndose con esto lo establecido por la Constitución y que no sea letra muerta, que por incapacidad económica de las víctimas, esto es de los ciudadanos marginados y pobres no se les proteja así como de los grupos vulnerables, de la sociedad, tratando de proteger con esto los derechos sociales del pueblo mexicano es decir, el derecho al trabajo, a la vivienda digna a la educación, a un nivel de vida digno, y a la protección de sus derechos individuales como son el derecho a la vida, a la seguridad jurídica, a la libertad de creencias, de expresión de asociarse, del ejercicio de oficio o profesión, y a todos aquellos derechos individuales, sociales de los cuales el Estado tiene la obligación de proteger y no lo hace, por falta de voluntad, política por incapacidad económica, por su tendencia de beneficiar a pequeños grupos sociales dominantes en la sociedad y proteger sus intereses de una minoría nacional e internacional en detrimento de la marginación y pobreza de la gran mayoría del pueblo mexicano en la actualidad cuarenta millones de mexicanos.., esperando la anterior propuesta sea aprobada por muy descabellada que parezca.

SILVERIO CASTAÑEDA CEBALLOS

PROPUESTA

a) El tema de la presente propuesta no se encuentra incluido en la Ley de Amparo vigente, mas podría ser comprendido en un párrafo que se añadiera al artículo 3o. bis de la propia ley.

b) Los juzgadores para hacer cumplir sus determinaciones, emitidas en los juicios de garantías, pueden valerse de los medios de apremio a que se refiere el artículo 59 del Código Federal de Procedimiento Civiles, supletorio a la Ley de Amparo por disposición expresa del artículo 2o. de la misma. El numeral citado en primer término establece en su fracción I como medio de apremio: “multa hasta de mil pesos...”.

De acuerdo con el artículo NOVENO transitorio del Decreto por el que se crea una nueva unidad del Sistema Monetario de los Estados Unidos Mexicanos, de veintiuno de junio de mil novecientos noventa y dos, “Las expresiones en moneda nacional contenidas “en leyes, reglamentos, circulares u otras disposiciones, que hayan entrado en vigor con “anterioridad al 1o. de enero de 1993, se entenderán referidas a la unidad monetaria que se “sustituye. Al computar, expresar o pagar dichas cantidades en la nueva unidad  monetaria, “se aplicará la  equivalencia establecida en el Artículo 1o.” y este último precepto del decreto de que se trata, en lo conducente, dispone que: “Se crea una nueva unidad del “sistema monetario de los Estados Unidos Mexicanos equivalente a mil pesos actuales…” 

El texto de la invocada fracción I del artículo 59 del código adjetivo citado, se encontraba vigente con anterioridad al primero de enero de mil novecientos noventa y tres. 

De lo relatado se advierte fácilmente que la medida de apremio consistente en multa “hasta de mil pesos”, en su más alto monto, se convierte en un peso actual, lo que resulta ser “letal”, ya que aquellos a quienes le son impuestas, prácticamente “mueren de risa” y cuesta más hacer efectiva la sanción, que lo que corresponde al máximo de la misma.

En consecuencia, se estima que la medida de apremio de que se trata podría incorporarse a la Ley de Amparo y establecerse que se impondrán hasta ciento veinte días de salario. Para este máximo se tiene en cuenta que la ley acabada de invocar ya prevé un monto igual en el artículo 224, tratándose de amparo en materia agraria. 

c) El texto del artículo 3o. bis de la vigente Ley de Amparo podría quedar redactado así:

Art. 3o. bis.-  Las multas previstas en esta ley  se impondrán a razón de días de salario. Para calcular su importe se tendrá como base el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de realizarse la conducta sancionada.

El juzgador sólo aplicará las multas establecidas en esta Ley a los infractores que, a su juicio, hubieren actuado de mala fe.

Los juzgadores podrán imponer multa hasta por ciento veinte días de salario, como medio de apremio en los casos en que esta ley no señale otra sanción.

Cuando con el fin de fijar la competencia se aluda al salario mínimo, deberá entenderse el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de presentarse la demanda de amparo o de interponerse el recurso.

EMMA MARGARITA GUERRERO OSIO

Título Primero

Reglas Generales

CAPITULO I.

Disposiciones Fundamentales

Art. 2. . . .

A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles.

Consideración:

De la lectura del artículo 2 párrafo segundo, se desprende el principio de supletoriedad referente al Código Federal de Procedimientos Civiles, se propone la modificación en la redacción de éste, para establecer que sólo será aplicable en aquellos casos en que no exista disposición expresa.

En efecto, se deberá incluir reglamentación específica en apartados como: capacidad y personalidad, términos, reglas generales sobre pruebas y su valoración.

Lo anterior con objeto de unificar criterios de aplicación específica a los apartados que se indican.

Propuesta:

Art. 2. ...

“ Sólo será” aplicable a falta de disposición expresa las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles.

TITULO PRIMERO

CAPITULO III

De los términos

Art. 23. . . . 

Puede promoverse cualquier día y a cualquiera hora del día o de la noche, si se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, así como la incorporación forzosa al ejército o armada nacionales, y cualquiera hora del día o de la noche será hábil para tramitar el incidente de suspensión y dictar las providencias urgentes a fin de que se cumpla la resolución en que se haya concedido.

Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados de las oficinas de correos y telégrafos estarán obligados a recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesados ni para el gobierno, los mensajes en que se demande amparo por alguno de los actos enunciados, así como los mensajes y oficios que exhiban las autoridades que conozcan de la suspensión, aun fuera de las horas de despacho y aun cuando existan disposiciones en contrario de las autoridades administrativas. . . 

Consideración:

Del análisis del segundo párrafo del referido artículo se advierte una orden imperativa que obliga a dos dependencias de la Federación a recibir y transmitir gratuitamente los mensajes en que se demande amparo, sin que los textos enviados se relacionen con la naturaleza de los actos reclamados contemplados por el párrafo primero del referido artículo.

Aunado a lo anterior, y por la forma genérica en que fue redactado este párrafo se ha permitido la inexacta interpretación y aplicación por parte de las autoridades sobre esta prerrogativa, afectando los costos de operación para la empresa que genera la transmisión de los mensajes a nivel nacional.

El derecho, como un conjunto de normas reguladoras de la conducta humana y como fenómeno social no puede mantenerse estático, ya que es una realidad dinámica que debe evolucionar con el desarrollo social, situación por la que no debe apartarse de los avances tecnológicos exigidos por la misma sociedad.

Asimismo, la tecnología de punta en materia de comunicaciones es una actividad que ha traspasado las fronteras de los diversos medios informativos con los que actualmente contamos para la transmisión de mensajes, por lo que se considera que el contenido de la citada disposición quedará rezagada por los medios de comunicación más sofisticados y de mayor cobertura, tal y como es el caso del fax, la internet, y la mensajería especializada.

Otro aspecto que influye en esta disposición es el hecho de que cuando fue emitida el número de Juzgados y Tribunales que conocían del juicio de amparo no era tan numeroso como hoy en día, es decir, que actualmente la realidad ya superó la hipótesis bajo la cual se concibió. 

En este sentido, un ejemplo claro de la problemática que se refleja en el envío de textos a través de telegramas son las resoluciones emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las cuales han provocando una severa saturación de los equipos, ya que se han recibido textos que exceden la capacidad del sistema operativo que integra la Central de Conmutación de Mensajes (hasta 15 cuartillas), lo cual implica una demora tanto en los servicios de operación telegráfica, como en los servicios públicos que presta el organismo.

La modificación del párrafo de referencia sugiere establecer que la recepción y transmisión de las solicitudes de amparo podrán hacerse vía fax, internet, empresa especializada de mensajería o en su caso a través del organismo denominado Servicio Postal Mexicano (mexpost); situaciones que obligarán a las autoridades que conocen y tramitan el juicio de amparo ha actualizar los medios de comunicación con los cuales obtengan canales de información similar que permita cumplir con una administración de justicia expedita.

Propuesta:

Art. 23. . .  

Puede promoverse cualquier día y a cualquiera hora del día o de la noche, si “sólo” se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, . . . 

Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados de las oficinas de correos y telégrafos así como las empresas de mensajería especializada estarán obligados a recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesados y para el gobierno, los mensajes en que se demande amparo por alguno de los actos enunciados en el párrafo anterior, a través de los medios de comunicación que se dispongan, siendo éstos el fax, el, internet, y mexpost (Servicio Postal Mexicano). . . 

“La recepción y la transmisión de la solicitud de amparo y la suspensión del acto reclamado sólo será gratuita cuando se trate de los actos específicos que contempla el artículo 22 de la Constitución Federal, para tal efecto deberán precisar con exactitud el acto reclamado y la autoridad responsable, sin perjuicio de que dentro del término de 3 días el quejoso ratifique y amplíe la demanda de amparo.

Asimismo, la transmisión del oficio en donde se conceda la suspensión del acto reclamado que decrete la autoridad que conozca del amparo, deberá contener el punto resolutivo que decreta la misma, sin perjuicio de que con posterioridad la autoridad remita el original del acuerdo a través de los medios de comunicación establecidos por la ley.

“ En el entendido de que cualquier otro mensaje o documentación de la demanda de amparo que se pretenda remitir por alguno de los medios de comunicación establecidos, deberá ser cubierto por el solicitante del servicio conforme a las tarifas que utilizan las empresas.“

Artículos relacionados: 31, 106, 117, 118, 132.

TITULO SEGUNDO

CAPITULO III

De la suspensión del acto reclamado

Art. 123.- Procede la suspensión de oficio.

. . . 

. . .

Consideración:

Con el objeto de subsanar la omisión en que incurren las autoridades que conocen y otorgan la suspensión del acto reclamado en perjuicio de las instituciones, servicios y dependencias de la Administración Pública de la Federación y de las Entidades Federativas, por inexacta interpretación de los artículos 4o. del Código de Procedimientos Civiles y 9o. de la Ley de Amparo, se considera necesario adecuar la disposición de la suspensión del acto reclamado adicionando una tercera fracción al artículo 123.

De acuerdo a la lectura de los referidos artículos, se desprende que la Administración Pública Federal y las Entidades Federativas entre otras, se encuentran exentas de presentar las garantías exigidas para conceder la suspensión del acto reclamado ya sea provisional o definitiva; por lo que la disposición obliga de manera imperativa a las autoridades a otorgarla sin solicitar las garantías establecidas por la ley, sin embargo, en múltiples ocasiones se omite aplicar dichas disposiciones.

Aunado a lo anterior, nuestro máximo Tribunal de Justicia en criterio firme y definido estableció que las personas morales oficiales están exentas de presentar cualquier garantía que se les exija por ser de acreditada solvencia económica.

Propuesta:

Art. 123 . . . 

I....

II...

III. Contra actos que afecten o puedan afectar el patrimonio de las dependencias de la Administración Pública Federal y Entidades Federativas.

TITULO SEGUNDO

CAPITULO IV

De la substanciación del juicio

Art. 150. . .

Art. 151. . .

Art. 152. . . 

Art. 153. . . 

Art. 154. . . 

Consideración:

Del estudio de los referidos artículos se desprende que no existe la unificación de los criterios para el desahogo y valorización de las pruebas en especie dentro del juicio de amparo bi-instancial, lo que provoca la liberalidad en materia de pruebas. Esto es, que las autoridades responsables que conocen de las pruebas ofrecidas al momento de valorarlas utilizan un criterio discrecional y apreciativo sin sujetarse a reglas determinadas dejando atrás la realidad de la eficacia probatoria consignada expresamente en la misma ley para observar, valorar y aplicar las pruebas ofrecidas por los contendientes.

En virtud de lo anterior, debe incluirse un capítulo específico que reglamente el ofrecimiento, admisión y valoración de las pruebas aportadas por las partes, con la finalidad de que los jueces al momento de resolver en definitiva los juicios de amparo normen su criterio de acuerdo a las disposiciones que se agreguen a la nueva Ley de Amparo.

Propuesta:

TITULO TERCERO. Prueba

CAPITULO I Reglas generales

CAPITULO II. Documentos públicos y privados

CAPITULO III. Prueba pericial

CAPITULO IV. Reconocimiento o inspección judicial

CAPITULO V. Prueba testimonial

CAPITULO VI. Fotografías, y todos aquellos elementos aportados por los descubrimientos de la ciencia

CAPITULO VII. Presunciones

CAPITULO VIII. Valuación de la prueba

EDUARDO MACÍAS GARRIDO

proyecto de reforma a los artículos 4, 5 y 10 de la Ley de Amparo, elaborado por el Suscrito, esperando que sea de utilidad para la redacción de la nueva Ley de la Materia, por parte de Nuestro Máximo Tribunal de Justicia, en beneficio de los gobernados, logrando con ello un mejor marco legal en la impartición de justicia de nuestra nación.

PROYECTO DE REFORMA A LA LEY DE AMPARO

CAPÍTULO II

“DE LA CAPACIDAD Y PERSONALIDAD”

ARTÍCULOS 4, 5, 10

Atendiendo a las transiciones y problemáticas en que se encuentra nuestro país, y en concreto en nuestro sistema de impartición de justicia, dentro del ámbito penal, es necesario realizar un cambio de fondo en nuestro esquema normativo, cuyo fin sea, que las disposiciones que se lleguen a legislar tengan como objetivo principal, proporcionar certidumbre jurídica a los gobernados en cada uno de los actos emitidos por la autoridad, con una pronta solución a sus problemas reales, por ende la reforma debe permitir que el gobernado, se sienta satisfecho de la impartición de justicia a la que tiene derecho y la que se le da, por lo que los órganos encargados deben ceñirse por leyes y normas que efectivamente regulen esa debida impartición de justicia, a la cual, todo gobernado tenga acceso de solicitar, mediante todos aquellos mecanismos de defensa e impugnación que la propia ley establezca, y que en el caso, pueda solicitar el resarcimiento de estos derechos que considera vulnerados, independientemente de la postura que tenga en la litis hablando en concreto de aquella de índole penal, porque la excepción, porque en otras materias, la postura de las partes se encuentra en igualdad de circunstancia, ya que los mismos alegan en forma directa sus excepciones, pretensiones, defensas y derechos, y sin embargo en materia penal resulta imposible de realizar, ante la presencia de la Representación Social, misma que no cumple con los principios rectores por lo cual fue creado, como se precisara con posterioridad.

Pues bien, ante las necesidades primordiales de impartición de justicia que exige nuestra nación, me permito hacer las siguientes consideraciones, como proyecto de ley, a efecto de lograr una reforma integral que permita el estricto cumplimiento de la aplicación de la ley, en el que independientemente de la postura en que se hallé el gobernado, tenga la posibilidad de ejercer sus derechos subjetivos que la propia Constitución le concede por el solo hecho de ser individuo y ciudadano mexicano.

Nuestro país, se encuentra regido por un conjunto normativo, que se fundamenta por la ley suprema, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuyo sistema ha creado un mecanismo de defensa, que impide la ruptura y desequilibrio de nuestra Carta Magna, esta protección opera a través de una formo de Control Constitucional, surgiendo como punto de estabilidad, el Juicio de Amparo, cuyo objetivo principal es salvaguardar por un lado, la supremacía constitucional de la ley y su estricta aplicación y, por otro lado la observancia y cumplimiento a la inviolabilidad de las garantías individuales o constitucionales, que goza todo individuo en su calidad de gobernado.

Atento a lo anterior, el control constitucional versara en dos hipótesis o vertientes, la primera cuando se vulnere la supremacía Constitucional de la ley y su estricto cumplimiento, por aquellos actos de autoridad que fueron emanados con liberalidad y arbitrariedad, sin tomar en consideración los estatutos que rigen nuestro sistema legislativo mexicano, dirigido a la generalidad de los gobernados, entendidos estos como personas físicas, morales y morales oficiales, quienes deberán acatar esas disposiciones señaladas, y que al ir más allá de sus facultades, vulnera el principio de la supremacía constitucional, y por ende los derechos de los gobernados; cabe señalar, que de acuerdo a lo establecido en el artículo 40 de nuestra Carta Magna establece que “Es Voluntad del Pueblo Mexicano Constituirse en una República Representativa, Democrática y Federal, compuesta de estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos en una federación establecida en los principios de esta ley fundamental”. Lo que nos permite entender la voluntad del pueblo mexicano de unirse en un una República Representativa, en lo que exista la democracia ejercida a través de su soberanía y la unidad de sus estados miembros conformando la federación integradora de nuestro país, regida por nuestra ley fundamental o suprema, en la que establece la forma de gobierno, el ejercicio de una facultad potestativa, a través de los poderes de la unión, en los casos de competencia de estos, y por los estados, en lo que toca a sus regímenes interiores, en los términos establecidos por la Constitución Federal (artículo 41), por lo tanto al existir un acto de autoridad que va más allá de sus facultades previamente establecidas, en la promulgación de leyes, tratados o aquellos que afecten la autonomía de los estados en su régimen territorial, político, económico, social, cultural etcétera, viola el citado principio de supremacía constitucional, resultando por ende inconstitucional; al efecto nuestra ley suprema es clara y precisa al señalar la competencia de las autoridades dando un ámbito federal o local, tal y como lo establece en su artículo 133 que a la letra dice: “Esta constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el presidente de la República, con aprobación del senado, serán la Ley Suprema de toda la unión. Los jueces de cada estado se arreglaran a dicha constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que puedan haber en las constituciones o leyes de los estados”. Dando origen a la supremacía constitucional, en la que toda autoridad respetará, sin mediar justificación alguna a realizar actos tendientes a violar tales disposiciones, lo que se robustece con el principio de exacta aplicabilidad de la ley, consagrado en su artículos 14 párrafo tercero de nuestra Ley Suprema, obligando de esta manera a toda autoridad, a su estricto cumplimiento; por lo tanto, lo que se desprende de nuestro citado artículo 1434, es que toda promulgación de leyes que se realicen por los estados miembros de la federación, no podrán ser inferiores a los derechos consagrados en nuestra ley suprema.

En este orden de ideas, una vez que se ha entendido que la promulgación de leyes y normas que emanen del Presidente de la República con aprobación del senado de los tratados internacionales, y aquellas promulgadas por el congreso de la unión, a través del poder legislativo, de acuerdo a la división de poderes que señala nuestro artículo 49 y 50 en el que consagra, que el poder legislativo de los Estados Unidos Mexicanos se deposita en un congreso general que se dividirán en dos cámaras, una de diputados y otra de senadores, quienes se encargan de discutir y aprobar las leyes, mismas que serán ley suprema de toda la unión (artículo 133), en la que los jueces de cada estado, y las disposiciones internas se sujetaran a la misma, entendiéndose por ende, que no podrá legislarse ley alguna que quebrante lo establecido en nuestra ley suprema, ni aquellos actos que por su naturaleza reguladora vulneren los principios establecidos en la constitución, y como consecuencia resulten inconstitucionales; al efecto, nuestra ley suprema es cierta en establecer los medios de protección y cuidado de tales disposiciones, fijando la normatividad necesaria para que se cumplan tales principios, por aquellas autoridades que en ejercicio de sus funciones las vulneren, previendo, que en caso de haberse ya realizado la disposición inconstitucional, la inmediata restauración de tal ilegalidad, mediante la nulificación de aquella promulgación de ley o controversia suscitada entre los estados miembros, que haya transgredido los lineamientos preestablecido de acuerdo al pacto federal, y para el debido resarcimiento de dicha disposición inconstitucional deposita la facultad discrecional del poder judicial de la Federación, quien es el único órgano encargado de resolver la legalidad del acto o disposición emanada, declarando el derecho al caso concreto, a través de una Suprema Corte de Justicia, un Tribunal Electoral, Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito, Juzgado de Distrito y en un Consejo de la Judicatura Federal (artículo 94 Constitucional), emitiendo para su debido funcionamiento las vías jurídicas de acceso, para promover mediante la acción constitucional la solicitud del amparo y protección de la justicia federal, a través de la instauración del juicio de amparo, interponiéndolo contra aquella disposición que le causa agravio, de acuerdo a las hipótesis normativas preestablecidas, mismas que se encuentra reguladas en el artículo 103 Constitucional que señala:

“Los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite:

I.-…

II.- Por leyes o actos de la autoridad Federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los estados o la esfera de competencia del Distrito Federal, y

III.- Por leyes o actos de las autoridades de los estados o del Distrito Federal que invadan la esfera de competencia de la autoridad federal”.

Hipótesis jurídicas que se forjan al promulgarse la ley reglamentaria de los artículos 103 y 107, del 10 de enero de 1936, quien en su artículo 1º señala:

“El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite.

I.- …

II.- Por leyes o actos de la autoridad Federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los estados o la esfera de competencia del Distrito Federal, y

III.- Por leyes o actos de las autoridades de los estados o del Distrito Federal que invaden la esfera de competencia del autoridad federal”.

Lo que ratifica, el objetivo principal del juicio de amparo al salvaguardar, la supremacía constitucional de la ley y su estricta aplicación.

En segundo término, como lo habíamos señalado con anterioridad, es la observancia y cumplimiento a la inviolabilidad de las garantías individuales o constitucionales, que goza todo gobernado, cuyo parámetro principal versa en el artículo 1º Constitucional que dice:

“En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta constitución, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse, sino en los casos y condiciones que ella misma establece…”.

Imposición que resulta obligatoria para toda autoridad, que en función de sus facultades potestativas pueda emitir un acto de autoridad que viole sus derechos concedidos, como lo son las garantías individuales, ya sean de libertad, legalidad, seguridad jurídica, o de índole procesal etcétera, y ante tal situación surge el multicitado juicio de amparo, creado para resarcir los actos de autoridad que en forma ilegal o arbitraria, vulneran los derechos del individuo en su calidad de gobernado, y que, por la instauración del juicio de amparo a través de sus órganos jurisdiccionales, permite su resarcimiento, mismo que se encuentra regulado por el artículo 103 fracción I de nuestra Ley Suprema que a la letra dice:

“”…Los Tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite:

I.- Por leyes o actos de autoridad que violen las garantías individuales…”.

Lo anterior implica, que los principios regulados en nuestra Ley Suprema, se encuentran protegidos, por un juicio denominado de amparo, en el que todo gobernado sea persona física, moral a través de sus representantes, podrá solicitar el amparo y protección de la justicia federal, excitando de esta manera al órgano jurisdiccional federal, al resolver su controversia y declare el derecho al caso concreto, es decir, que mediante la resolución emitida por la autoridad federal, revoque o modifique aquel acto de autoridad que trajo como resultado la violación a sus garantías individuales, trayendo como consecuencia el control constitucional que ejerce la propia Ley suprema, surgido para hacer valer y preservar el debido cumplimiento a sus disposiciones Supremas.

Lo anterior, hace énfasis jubiloso, que nuestra ley suprema, en su articulado, permite advertir la gloriosa trascendencia histórica, cultura y social que el pueblo mexicano ha logrado a través de la lucha de ideas política, sociales y culturales que, enlazadas unas con otras conforman nuestro sistema judicial, que hace respetar la supremacía de su Ley Suprema y el respeto a los derechos del hombre, entendidos estos como garantías, individuales, en la que toda autoridad deberá respetar y salvaguardar en cada una sus actuaciones, apegadas en el estricto cumplimiento de la ley; logros y triunfos que, sin embargo, se ven vulnerados cada día, primero por las circunstancias imperativas de violencia e inseguridad social que afronta nuestro país, y segundo ante la ineficiente procuración de justicia que soslaya la Representación Social o el Ministerio Público, considerado como aquel órgano, que se le confiere el cuidado, y respeto en cada una de sus actuaciones, al actuar como representante del pueblo, de las clases humildes y huérfanas de justicia que depositan su confianza en aquel órgano de estado, que según les permitirá resarcir sus derechos, a través de esa representación, que, en la actualidad resulta endeble ante los problemas de corrupción e incapacidad jurídica, dejando en estado de indefensión total, a aquellos gobernados que por sufrir una injusticia social, ante los problemas de alta delincuencia y peligrosidad no pueden defenderse ni impugnar aquellas actuaciones insuficientes del Ministerio Público, limitados por la ley reglamentaria (Ley de Amparo), que transgrede las supremacía constitucional, al limitar al gobernado, ante un juicio criminal, que por no ser parte no puede hacer valer los derechos que le fueron consagrados por la Ley Suprema que brota de logros y alcances sociales y que van más allá de nuestras fronteras, y que, simplemente se minimizan ante tales limitantes jurídicas, viéndose vulnerada con esa postura, el goce y ejercicio subjetivo de su derecho constitucional, y el acceso al amparo y protección de la justicia federal, que en este caso resulta ser letra muerta, al no cumplir con el objetivo por el cual fue creado, como lo es, la salvaguarda de las garantías individuales; no pasa por alto que, nuestro sistema de impartición de justicia, procura para tal ofendido, el respaldo y protección de una institución de buena fe que representa los intereses de la sociedad, (Ministerio Público) a la cual, cede este gobernado sus derechos supremos que le confiere la constitución federal, al permitirle la Representatividad de sus intereses públicos subjetivos; al darle la pauta que tuviera la facultad acusatoria y gozara de un privilegio monopólico de ejercitar la acción penal, al solicitar la impartición de justicia a los órganos encargados a favor del gobernado; creándose en consecuencia la base de la división de funciones le es conferida al Ministerio Público en el artículo 21 Constitucional, que permitió que los gobernados no se hicieran justicia por propia mano, como uno de los objetivos principales de su creación; sin embargo, al encontrarnos en la actualidad con problemas de soborno, corrupción y falta de conocimiento técnico jurídico, suficiente para defender tales derechos, que debiera permitir por un lado la aplicación de las penas y medidas de seguridad como sanciones públicas aplicables al agente del delito por la comisión del hecho delictivo que se le impute, así como el resarcimiento de la reparación del daño ocasionado en detrimento o perjuicio del ofendido que surge como resultado de la litis penal instaurada, la cual resulta ser el objetivo principal del gobernado, que fue quien, en forma directa y personal resintió la acción criminosa que le produjo como consecuencia, del detrimento de sus derechos reales o personales, mismo que ante la presencia del órgano Técnico de la acusación, deben ser solicitados clara y precisamente con toda la pericia debida, en su pliego consignatorio y acusatorio, en el momento procesal respectivo, haciendo valer las consideraciones de hecho y derecho, jurisprudencias y leyes afines, a fin de cumplir con esa función acusatoria que, se ve minimizada a expectativas de derecho, que ante el error, corruptela y falla técnica del tal organismo, traen como resultado no lograr el cometido principal de Representatividad en pro de los derechos del ofendido, resultando que no recupere de lo que fue privado y pro ende no se le haga justicia, creando notoria impunidad; lo anterior, es una vivencia cotidiana que afronta nuestra sociedad en la actualidad, y ante tales acontecimientos deja en estado de indefensión a tal gobernado u ofendido, no bastando que se le finque responsabilidad al funcionario del Ministerio Público, por su actuar, y que pague institucional y penalmente por la falta incurrida; pues, al resultar responsable el servidor público, debe responder por los daños y perjuicios al ofendido por aquella mala actuación ministerial la cual en la actualidad se realiza institucionalmente, olvidando que el patrimonio que cuenta la institución de procuración, pertenece al erario nacional, dentro de los gastos de la administración de pública, y el pagar estos daños y perjuicios con dinero del erario nacional por los errores y corruptelas incurridas, originaría la pérdida de pagos y contribuciones que realizan los gobernados que son destinados en pro de la administración de justicia, y no para solapar actuaciones delictivas de esa institución, por lo que a juicio personal, no es la vía correcta para que se resarcen los derechos vulnerados del gobernado en su calidad de ofendido, por lo que es urgente que tenga acceso al medio de impugnación constitucional, que le permita realmente resarcir sus derechos vulnerados por tal acto, por lo que ante esa razón, debe ser factible que el gobernado en su calidad de ofendido pueda solicitar el amparo federal; pues aún, suponiendo la buena voluntad de los legisladores, ante esta legislación monopólica, se olvidaron de que tal institución pudiera caer en errores, técnicos o personales y que por su propia naturaleza de los actos que se emiten resulten de imposible reparación al no contar y quedar fuera, de un medio de control y defensa, que pueda poner un orden y esclarecer en forma real esas solicitudes y exigencias de justicia, y no que queden en meras expectativas de justicia, como se ve en la práctica diaria, cubriendo de esta forma las lagunas jurídicas que existen en la actualidad, cuando se recurre a la institución ministerial y esta a través de sus funcionarios por demás, elitistas, demagogos, corruptos y demás, con suma prepotencia cuando lo consideren atender y procurar justicia, empiezan sin la debida honradez, lealtad, honestidad y rapidez en una indagatoria, una prosecución y acusación endeble y falta de técnica jurídica, quedando en definitiva una resolución que no satisface, todo el juicio penal quedando en nada, o como en el principio, creando de esta manera impunidad; es aquí el por qué de la importancia de la reforma que no limite al gobernado y abra las posibilidades, para que goce realmente de todas las garantías que consagra nuestra Ley Fundamental y no sea letra muerta ese derecho subjetivo constitucional, debiendo dejar en igualdad de circunstancias al ofendido con el indiciado, encausado, procesado o sentenciado, en su calidad de gobernado o individuo, el cual tiene el pleno derecho de gozar de todas las garantías que concede la constitución misma a todo individuo, y en el caso de una debida impartición de justicia.

Asimismo, debe precisarse que el hecho de que, al permitirle el acceso a la solicitud de amparo, se pretenda limitar o quitar la facultad acusatoria, ni el ejercicio monopólico de la acción penal al Ministerio Público, pues, lo que se pretende con esta reforma, es el exacto cumplimiento del principio de la supremacía constitucional, el respeto y cuidado de la salvaguarda de las garantías individuales a que tiene derecho todo individuo en su calidad de gobernado, para que exista cabalmente un control constitucional, en el que cumpla con uno de los objetivos por el cual fue creado; para que las exigencias sociales de impartición de justicia sean ciertas y no queden en puras expectativas.

Por otra parte no pasa desapercibido, el criterio pronunciado por diversos juristas e instituciones, el considerar que al ofendido no le debe importar si se acredita o no el cuerpo del delito y responsabilidad penal del agente, ya que a él lo único que le debe importar es que se le satisfaga la reparación del daño, tan es así que es lo único que se le permite impugnar en vía de amparo, en este sentido desde mi punto de vista, considero que es una postura impositiva, fuera de los logros y avances históricos de nuestra legislación mexicana, pues es pertinente hacer mención en este sentido, que si bien el ofendido al momento de recurrir ante las autoridades de administración e impartición de justicia, es con el fin de que se la satisfagan de nueva cuenta sus derechos que le fueron vulnerados por una conducta considerada delictiva por la ley punitiva, antisocial por ser reprochada socialmente por el común de la gente y, pública por dañar el bien común, y del que resultó dañado su patrimonio, su integridad u otro bien jurídico tutelado por la ley, y por otra parte va con el fin de que tal agente criminal, se sancione conforme a las leyes penales aplicándole las penas y medidas de seguridad, haciéndole reprochable su actuar para prevenir su reincidencia y procurar su readaptación de los individuos, y consecuentemente su reparación del daño; sin embargo, yo me pregunto si después de haber hecho toda una serie de actos procesales ante las autoridades plenamente facultadas para la persecución y acusación de los delitos y recurrido al órgano jurisdiccional al cual se le faculta para la aplicación de las penas y medidas de seguridad que la ley le impune al sujeto por su actuar, resulta que por falla técnica, corruptela u otro acto análogo, permite que no se acredite el cuerpo del delito ni mucho menos la responsabilidad penal del agente, la psiquis o ánimo de los gobernados se defrauda, al ver salir al sujeto del delito como Juan por su casa, porque a juicio del juzgador no existieron elementos de prueba suficientes para integrar el cuerpo del delito, ya que el Organo de la Investigación, Persecución y todo lo demás, no reunió tales requisitos, no tuvo tiempo, o simplemente le falló su leal saber y entender como órgano técnico, perito en la materia, etc. etc., al cual simplemente se le fue, trayendo en consecuencia la no acreditación del cuerpo del delito o la responsabilidad penal del agente, y ante tales circunstancias, vemos reflejado, que sí, le debe interesar al ofendido, que se integren tales requisitos, ya que tal resolución no le dio la satisfacción que el agente del delito pagara ante la ley por la conducta criminosa que cometió, pues no hay que olvidar que el común de las personas siente y sufre por la pérdida de un familiar, un ser querido, o en sus bienes más personales, entendiendo que no sólo se limita a que se le pague la reparación del daño, sino que sus intereses van más allá como es evidente en este apartado, por ende al no acreditar tales premisas del cuerpo del delito o responsabilidad, vulneran las garantías del gobernado en su calidad de ofendido en un juicio criminal.

Es de recordar que tal limitante se inicia desde la determinación de los sujetos procesales considerados como partes en el juicio de amparo y aunque aparezca reiterativo es necesario recordar en este aspecto, lo que ciñe en la actualidad el artículo 5º de la Ley de Amparo;

Artículo 5º de la Ley de Amparo:

Fracción I.- “El agraviado o agraviados;”

Tomando en consideración que el agraviado o agraviados es aquel sujeto de derecho, que por aquel acto de autoridad (sea de una ley, un tratado, un reglamento o cualquier otro acto) sufre un agravio personal y directo que le inculca la violación de sus garantías individuales o constitucionales, y que en su calidad de gobernado tiene la posibilidad de impugnar cualquier resolución o acto que vulnere sus garantías constitucionales, en consecuencia, si en concreto nos basamos a un gobernado que en un asunto criminal tiene la calidad de víctima u ofendido, no puede mediante la vía jurisdiccional impugnar las resoluciones esas garantías individuales, aunque nuestra ley reglamentaria no especifique esta calidad de parte, nuestra ley suprema se la concede desde el momento que es considerado como individuo en calidad de gobernado y por ende, goza de las garantías que otorga la misma, por lo que en este sentido consideró que debe entablarse en el presente apartado su calidad de agraviado ampliamente y no nada más para el efecto de la reparación del daño, pues la circunstancia de que al resolver en forma desfavorable para el ofendido, quien sufre directamente el agravio personal y directo es éste, y no el ministerio público como erróneamente se considera, en virtud, de que si bien, el ministerio público es quien representa a la sociedad, esto no implica que sea él quien sufra el agravio directo y personal, ya que como ente jurídico su ámbito queda limitado, como se mencionó con anterioridad al conformarse la forma de gobierno, y permitirle la representatividad a esta institución, no limitó en sus derechos constitucionales del gobernado, el solicitar la debida impartición de justicia, no defenderse por sí ante las instituciones legales competentes para el ejercicio de sus derechos de ciudadano, ni mucho menos ser limitado en garantías de seguridad, certidumbre jurídica y exacta aplicación de la ley, lo único que debió y debe tomarse en cuenta, es de que esta cesión de derechos, es para no hacerse justicia por propia mano, ni hacer de esas acciones venganzas personales, por lo que la limitante, del derechos de solicitar el amparo de la justicia federal, únicamente para el efecto de la reparación del daño, resulta fuera del marco legal por la autoridad, cuando de constancias se establezca que se violan totalmente sus garantías, por error o deficiencia del ministerio público en su representatividad, sin que el órgano jurisdiccional pueda suplir sus deficiencias, a efecto de no invadir la división de funciones, dejándose en consecuencia, en total estado de indefensión al ofendido o la víctima en este tipo de circunstancias, resultando notoriamente perjudicado sin poder promover el juicio de amparo, para que se le puedan resarcir sus garantías, al solicitar el amparo y protección de la justicia.
limitación que se observa claramente en el artículo 10 de la ley de amparo que a la letra dice:
“El ofendido o las personas que conforme a la ley tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, sólo podrán promover juicio de amparo contra actos que emanen del incidente de reparación del daño o de responsabilidad civil...”
Por lo que considero, que la propuesta que debe confirmar la reforma constitucional en el sentido de su calidad de parte en el juicio de amparo, debe versar en una amplitud de acción constitucional que tiene todo gobernado, y en concreto el ofendido o víctima, existiendo de esta manera un verdadero control constitucional de las garantías y de la función del ministerio público en todas y cada una de sus actuaciones, ya que como lo hemos observado, las garantías otorgadas a todo gobernado, son en amplitud general, y por lo tanto no deben limitar tal gobernado ni sus garantías individuales, que al igual que el indiciado, procesado o encausado tiene derecho, como lo especifica en su artículo 20 y demás relativos de la constitución, que aunque son garantías de defensa reflejan un sinnúmero de derechos procesales que pueden ser impugnados en vía de amparo, y la pregunta correspondiente sería ¿y, el ofendido en dónde queda sus garantías individuales cuando en ningún momento ha perdido su calidad de gobernado, con plena capacidad de goce y ejercicio constitucional a los que tiene derecho?, tal y como se ha hecho énfasis en todo este análisis.
Habida cuenta lo anterior, la reforma de la ley de amparo en su capítulo II de la capacidad y personalidad, el cual en la actualidad dispone:
“art. 4.-...” (se transcribe).
para quedar como sigue:
Art. 4.- el juicio de amparo únicamente puede promoverse por la parte a quien perjudique la ley, el tratado internacional, el reglamento o cualquier otro acto que se reclame, sólo podrá seguirse por el agraviado, por su representante legal o quien tenga derecho a hacerlo; en los juicios del orden criminal, tanto el procesado, la defensa y el ofendido que tenga debidamente acreditado en autos su calidad de coadyuvante.
Art. 5.- son partes en el juicio de amparo:
I.- el agraviado o agraviados que, independientemente de su calidad de parte en una controversia de diversa naturaleza, el acto que impugna le perjudique en forma personal y directa, sus garantías individuales, fundando y motivando el interés jurídico que reclama.
II.- la autoridad o autoridades responsables.
III.- (se deroga).
a), b) y c).- (se derogan).
IV.- ...
Art. 10.- (se abroga párrafo inicial parte primera).  en los juicios del orden criminal, podrán promover el juicio de amparo en contra de los actos surgidos dentro del procedimiento penal, relacionados inmediata y directamente con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que estén afectos a la reparación del daño.
Una vez expuesto lo anterior, en la que el suscrito he manifestado las consideraciones de hecho y derecho a juicio personal podrían coadyuvar, en una reforma que integrada de nuevas ideas y perspectivas, que buscan una mejor administración e impartición de justicia que tienen derecho y la que se les da, abundando la confianza en recurrir a los órganos encargados, llevando sus denuncias con el fin de que efectivamente se satisfagan sus derechos vulnerados.
JOSÉ ANTONIO HERNÁNDEZ PABLO

PROPUESTA DE REFORMA PARA UNA NUEVA  LEY DE AMPARO

Siguiendo la metodología acordada por Ustedes, me permito señalar que la presente propuesta se relaciona con el artículo 83 fracción V, último párrafo de la Ley de Amparo en vigor.

También de conformidad con la misma metodología expreso la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

El actual texto del párrafo final de la fracción V del artículo 83 de la Ley de Amparo ha motivado una absurda y equivocada interpretación que deja injustamente en estado de indefensión a los interesados y, por ello, resulta muy necesaria su actualización para hacer cesar las injusticias que a propósito de dicho texto se cometen.

Dicho párrafo establece que la parte que obtuvo resolución favorable podrá acudir en revisión adhesiva dentro del término de cinco días y señala que los mismos se contarán “a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso” y no obstante que en la propia Ley de Amparo existe un capítulo específico que regula las notificaciones y en forma expresa, su artículo 34, señala que “Las notificaciones surtirán sus efectos:...desde el día siguiente al de la notificación personal o al de la fijación de la lista...”, el absurdo y equivocado criterio a que me he referido sostiene que: como el artículo 82, fracción V, dice “a partir de que se notifique” (SIC), y no dice “a partir de que surta sus efectos la notificación”, entonces, en este caso, LA NOTIFICACIÓN ES INMEDIATA !!! y el término corre ipso facto.

Como claramente se aprecia y el sólo sentido común permite constatarlo, resulta que sin ningún fundamento el criterio que denuncio pretende que la regla general (de que los términos empiezan a correr cuando la notificación se tiene por hecha, es decir, cuando surte sus efectos) no aplica en el caso de la revisión adhesiva y equivocadamente sostiene que el término corre a partir de que “se notifique la admisión del recurso” (SIC), dejando a su libre arbitrio el establecer “cuando” se debe entender que “se notifica” e ignorando que “se notifica” sólo cuando “la notificación surte efectos” y que así debe ser porque es necesario para saber cuando empieza y cuando termina un término y para que pueda existir certeza de la notificación.

El criterio que denuncio y que es contrario a una correcta interpretación de la Ley de Amparo es siempre dañino y aplicado en casos relevantes o difíciles, arroja una muy lamentable mancha y sospecha sobre los juzgadores que , con tal criterio, tienen por no presentados en tiempo los recursos de revisión adhesiva que así desean estimar y no se sabe si porque de verdad creen que la ley puede interpretarse de esa manera o porque auspician intereses indebidos o sólo por flojera y para ahorrarse el estudio de un “engorroso” asunto.

LA REDACCIÓN QUE RESULTARÍA CON NUESTRA PROPUESTA ES LA SIGUIENTE: 

Artículo. 83.- Procede el recurso de revisión:

I.-...

II.-...

III.-...

IV.-...

V.-...

...

En todos los casos a que se refiere este artículo, la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses, puede adherirse a la revisión interpuesta por el recurrente, dentro del término de cinco días, contados a partir de la fecha en que surta efectos la notificación de la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes; la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste.

En espera de que la presente sea una aportación útil al importante proyecto que encabeza la Comisión a su cargo, quedo de Ustedes,

ROBERTO RODRÍGUEZ PÉREZ

PROPUESTA A UNA NUEVA LEY DE AMPARO.

Se propone una nueva redacción para la improcedencia del juicio de amparo por disposición legal.

Es la fracción XVIII del artículo 73 de la Ley de Amparo la que establece esa causa de improcedencia al preceptuar que: "El juicio de amparo es improcedente; XVIII. En las demás cosas en que la improcedencia resulte de alguna disposición a la ley".

La indicada fracción ha sido considerada como un apéndice nocivo de la Ley de Amparo, virtud a que toda causa de improcedencia viene a limitar o hacer nugatoria la efectividad de los derechos o garantías individuales, ya que imposibilita el ejercicio de la acción de amparo. Cualquier limitación solo puede provenir de la Constitución o de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales en su fase procesal.

Sin embargo, la indicada fracción permite que cualquier disposición legal pueda establecer la improcedencia del juicio de amparo.

Ejemplo de lo que permite la citada disposición, es el que el Código de Procedimientos Civiles de algún Estado miembro de la Federación estableciera la improcedencia del juicio de amparo contra las resoluciones dictadas por algún Tribunal del mismo Estado, lo que resulta inadmisible por las razones antes expuestas.

Al respecto, la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que la indicada fracción XVIII, no puede darle vigencia a la disposición de cualquier otra ley que señalara la improcedencia del juicio de amparo.

En este orden de ideas, para evitar cualquier interpretación equívoca de la fracción de que se trata se propone la siguiente redacción:

XVIII.- En las demás cosas en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales.

SECUNDINO LÓPEZ DUEÑAS

PROPUESTA DE REFORMA AL ARTÍCULO 107 CONSTITUCIONAL, HACIA UN VERDADERO FEDERALISMO JUDICIAL.

Este trabajo sólo es un intento de cambiar el paradigma que vivimos dentro del Poder Judicial de los Estados, porque a través del trámite judicial del proceso de amparo, se da una subordinación total y absoluta de la justicia local a la federal, situación que es contraria y está por encima de las declaraciones constitucionales sobre federalismo que el constituyente originario desde 1824 estableció y que siguen vigentes, en el sentido de que la justicia local tuviera la capacidad no únicamente de hacer, sino también de interpretar y aplicar en forma definitiva sus propias leyes.

No pretendo hablar mal del juicio de amparo, al contrario, pretendo su defensa, pero convencida de que la justicia local es mejor de lo que se cree y que como Jueces, Abogados y Magistrados, debemos alzar la voz en cualquier espacio que sea pertinente para expresar libremente nuestras ideas y lograr que el derecho local, su interpretación y su aplicación tenga la importancia, la categoría y la fuerza que hoy no tiene, pero que podemos alcanzar, si empujamos con ahínco y retomamos el sentido de lo que significa en su origen el federalismo en nuestro México. 

Seguramente y en su historia las sociedades erigidas en Estados, que son capaces de dictar sus propias normas para hacer posible su vida social no se habían enfrentado a cambios tan radicales y profundos como los que hoy se experimentan.- Todo cambia, todo se modifica y todo se trasmuta con una velocidad tan sorprendente que apenas se diseñan los instrumentos necesarios para afrontarlos, cuando ya se presenta otro y ello obliga a tener la capacidad de proponer las modificaciones que se demanden.

Por ello, ahora que hemos sido convocados a este proyecto de reforma, todos los que participamos, tenemos que ser claros en lo que propongamos y cuidad que el Estado como Federación por creer que puede ser más fuerte, busque ser más represivo a través de nuestras reformas legislativas.

Existe también la necesidad de rescatar, el sentido original del proceso de amparo, que fue concebido por grandes pensadores como una Institución promotora del equilibrio y de la seguridad social y como la más noble y generosa de las instituciones jurídicas; los excesos nacidos de la práctica del amparo tiene a la justicia de los Estados de la República en sometimiento y a los jueces federales en cambio, les ha ido creando un poder que nadie puede controlar.- Hace más de 100 años, un gran jurista como Vallarta, denunció los riesgos de la garantía de legalidad y se opuso a lo que él vislumbraba en el futuro de la justicia local, en el sentido de convertir a los Jueces Federales en superiores jerárquicos de los Jueces y Magistrados de los Estados.- Es vidente por ello, que necesitamos una reforma profunda de todo el sistema judicial, porque no existe duda alguna de que a través del amparo está centralizada la justicia en México.

El artículo 40 Constitucional establece "Es voluntad del pueblo mexicano, constituirse en una República, representativa, democrática y federal, compuesta de Estados libres, soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior pero unidos en una federación establecida según los principios de esta ley fundamental".

Esto quiere decir que en México somos un conjunto de partes federadas, que forman la unidad federativa, pero que bajo el esquema constitucional están distribuidas claramente las competencias entre el orden federal y cada una de las entidades locales, sólo bajo estos principios se garantiza y se hace posible el federalismo judicial.

Por muchos años existe la confusión y se pone de manifiesto día a día, que la jurisdicción constitucional y la jurisdicción federal son una sola y que la jurisdicción local debe estar subordinada.

En particular, el artículo 107 Constitucional consagra esa terrible centralización de la justicia en el Poder Judicial Federal.

Es impostergable que se revise, en este proyecto de reforma a que hemos sido convocados, lo que está pasando con esta centralización y lograr una renovación del pacto federal que regenere el federalismo y establecer una correcta distribución de competencias entre las dos jurisdicciones: la Federal y la Local.

En efecto, el sistema de los dos órdenes coexistentes en un mismo territorio, cada cual con sus propias atribuciones, pero separados e independientes se establecieron desde que somos un país independiente constitucionalmente en 1824 y que legalmente se mantienen en los principios constitucionales, pero que de hecho es falacia o mentira.

Nació el juicio de garantías para proteger los derechos fundamentales del gobernado, pero sin desplazar a los Jueces Locales, pero en 1857 al establecerse la garantía de legalidad que en aquella época fue combatida por Vallarta y Rabasa, fue adquiriendo más prestigio y autoridad en perjuicio de las autoridades judiciales de los Estados hasta nuestros días.

En nuestra práctica jurisdiccional, nos damos cuenta que al Poder Judicial de la Federación a través de los Juzgados de Distrito y los Tribunales Colegiados de Circuito, monopoliza innegablemente las resoluciones judiciales en cuestiones de constitucionalidad y de legalidad.- Los jueces federales no únicamente se limitan como debe ser, a interpretar y aplicar la ley federal, también son jueces constitucionales en grave deterioro del pacto federal.- Los órganos jurisdiccionales de las entidades tramitan la Primera y Segunda instancia, forman expedientes y tocas en asuntos importantísimos que atañen a la libertad, a la propiedad y a la seguridad de las personas, pero sin la responsabilidad de que su sentencia es definitiva y va a ejecutarse, pues sí se promueve el amparo contra su decisión el que va a decir la última palabra es el juez federal.- Así, si el Supremo Tribunal de Justicia de un Estado ordena una aprehensión contra una persona, un embargo, o un lanzamiento judicial, pero estas órdenes, sólo se cumplirán si no se anulan con la sentencia de amparo y a veces y en asuntos de cualquier materia, el aniquilamiento de la sentencia del juez local, se hace no porque actuó incorrectamente o se equivocó este órgano, sino porque el juez federal piensa distinto de aquél en interpretación jurídica.

Me pregunto si todos nos hemos dado cuenta de esta realidad, como órganos judiciales de los Estados, y si esto ha sido benéfico para la sociedad, o seguiremos considerando que no pasa nada y que todo está bien en materia de justicia.- ¿Será correcto en una organización federal como la nuestra, que jueces federales se consideren superiores de los jueces de los Estados?, ¿Será correcto y benéfico para la sociedad que un Juez de Distrito o un Tribunal Colegiado nulifique una resolución de un Tribunal Superior de Justicia en un Estado?.- ¿Los gobernados sólo tienen confianza en los jueces federales?, ¿Está mejor calificada la justicia federal que la local?.

Considero que la intención del Constituyente fue diversa, su intención fue establecer explícitamente el principio de que los jueces federales deben aplicar las leyes federales y los jueces de los Estados, resolver su propios conflictos con sus propias leyes.- Lo que ocurre es un verdadero centralismo judicial y el resultado a pesar de ello, es que la sociedad no se encuentra satisfecha en materia de justicia.- Lastimosa y vergonzosamente el mismo Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, públicamente se refirió a una encuesta, que el Centro Empresarial Nacional hizo en México para calificar la función de los jueces y en una escala del 1 al 10, los jueces federales fueron calificados con un 5 y los Estados con un 2; ambas jurisdicciones reprobadas.

Tenemos el deber por tanto, como representantes de la justicia local, en nuestro carácter de jueces, magistrados, litigantes, de exigir la reforma h proponer nuevos esquemas y no permitir que los Estados sigan resolviendo los conflictos judiciales de su competencia, sólo en forma provisional; es necesario en estos momentos de democracia y cambio y por tanto de pluralidad, repensar en nuevos paradigmas en materia judicial y contestar estas y muchas inquietudes más, entre ellas: cómo lograr una justicia local de calidad; cómo lograr no caer en el menosprecio público; analizar y comprender que las condiciones políticas, económicas y sociales en México, no son las mismas de hace 100 años al nacer el amparo; que no es cierto que son mejores los jueces federales que los locales y que no podemos seguir confundiendo la jurisdicción Constitucional con la Federal y desplazar la justicia de los Estados.

Los Tribunales de los Estados de la República desde 1994 hicieron una declaración pública, que han ratificado recientemente, sobre la necesidad de reformar la estructura judicial en México, para que los Estados decidan hasta sus últimas consecuencias, los negocios judiciales de su competencia. Esta declaración no debe ser ignorada por nadie; debe ser difundida constantemente y no dejarla en el olvido, sólo así podremos recuperar el federalismo. Debe exigirse, pues, en una palabra, que los Estados de la República tenga su propio sistema de justicia, para que los conflictos que surjan en ellos, sean resueltos en definitiva, incluyendo cuestiones de inconstitucionalidad, porque es una competencia que nos otorga la Constitución General de la República en el artículo 133 , a pesar de las interpretaciones que la Corte ha sostenido al respecto, y exista así, una verdadera autonomía entre éstos y al federación.

La reforma que se propone, por tanto, es que el artículo 107 Constitucional señale explícitamente la competencia de los Tribunales Federales en materia de amparo, pero para que resuelvan sus propios conflictos, es decir debe limitarse la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito para resolver el litigio de amparo en asuntos federales y que sean los Tribunales Supremos de Justicia, los que en cada entidad federativa sustituyan a los Tribunales Colegiados en la misma competencia que ahora tienen sobre la justicia local.

En la estructura del Poder Judicial de la Federación, quedarían contemplados los mismos órganos jurisdiccionales que actualmente existen, es decir, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con las facultades constitucionales que actualmente tiene: Acción de inconstitucionalidad; controversia constitucional y facultad de atracción en amparo.

La Primera Instancia: Jueces de Distrito.

La Segunda Instancia: Tribunales Unitarios.

La Primera Instancia: Jueces de Distrito.

La Segunda Instancia: Tribunales Unitarios.

Y  el amparo en asuntos federales al Tribunal Colegiado de Circuito.

En la estructura del Poder Judicial de los Estados, los Tribunales Superiores de Justicia tendrían la competencia de amparo de legalidad y casasional en asuntos propios, cuando el acto reclamado derive de procedimientos judiciales y se crearán los Tribunales de apelación para resolver la Segunda Instancia.

Sonora, como estado de vanguardia, hoy en día tiene la estructura que se necesitaría para desterrar el centralismo judicial; tenemos a los Jueces de Primera Instancia; los Tribunales Regionales de Circuito que pueden tener la competencia total de la apelación,  y el Supremo Tribunal de Justicia, como tribunal de amparo directo e indirecto cuando se reclamen actos emanados de un juicio.

C O N C L U S I O N E S:

PRIMERA.- El artículo 40 de la Constitución General establece el federalismo como forma de organización nacional.

SEGUNDA.- El artículo 107 Constitucional, al consagrar la centralización de la justicia en el Poder Judicial Federal, a través del proceso constitucional de amparo, contradice evidentemente el texto del artículo 40 referido.

TERCERA.- Por ser de gran importancia en la vida de la nación, debe revisarse lo que está pasando desde que nace el amparo legalidad y renovarse el pacto federal para que se hagan explícitas las facultades de los órganos jurisdiccionales coexistentes en nuestro territorio.

CUARTA.- La justicia local sólo resuelve provisionalmente los conflictos judiciales en contra de los principios constitucionales.

QUINTA.- Es necesario que se reforme el artículo 107 Constitucional, para que las entidades federativas cuenten con su propio sistema de justicia (amparo directo e indirecto), logrando su verdadera autonomía frente a los jueces federales.

SEXTA.- Se limite la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito a los conflictos federales y que los Tribunales Superiores de Justicia de los Estados, sustituyan a los Tribunales Colegiados en materia de amparo para conflictos locales. Sólo bajo estos principios será posible un verdadero federalismo judicial.

ELIZABETH ROSAS ROBLES

Reforma al art. 107-II de la constitución general de la república en relación con el art. 76 de la ley de amparo.

La sentencia de amparo, está sujeta al principio que se conoce en la doctrina como de estricto derecho, el cual obliga a los jueces de amparo a estudiar y resolver la controversia constitucional o legal planteada por el quejoso con base en los agravios, razonamientos o consideraciones que éste hace en su demanda, sin que pueda la autoridad  analizar libremente o abiertamente el acto de autoridad atacado de constitucionalidad.

El artículo 107-II de la Constitución explícitamente señala:

La sentencia será siempre tal que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que versa la queja.

Artículo 76 de la Ley de Amparo señala:  La sentencia que se pronuncia en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales, que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda.

No obstante que ha habido ya importantes reformas al respecto y existe el  contenido del artículo 76 b8is relativo a las excepciones a este principio, que dan forma a la llamada suplencia de la queja, pero bajo el esquema de que opera exclusivamente en relación a los conceptos de violación expresados por el quejoso en la demanda de amparo o en los escritos de recursos, a pesar de ello el Juez de amparo se encuentra maniatado para defender la constitución y anular el acto de autoridad reclamado a pesar de que la inconstitucionalidad del acto sea a todas luces manifiesta, por ello se propone la desaparición del principio de estricto derecho a fin de que los jueces tengan absoluta libertad de otorgar el amparo por causas que no se hayan señalado por el quejoso cuando sea manifiesta la contravención de la autoridad responsable al texto constitucional, pues siendo la finalidad del amparo mantener incolumne el orden jurídico, el principio debe ser sin lugar a dudas el de suplir cualquier deficiencia independientemente de que el quejoso haya sabido o no impugnar técnicamente el acto de autoridad que viola sus derechos.

Esta propuesta de reforma no tendría más beneficio que mantener el objetivo fundamental del juicio de amparo, que es el de tutelar el respeto, que todas las autoridades deben a la ley fundamental de nuestro país.

LAURA ELENA PALAFOX ENRIQUEZ

EL MINISTERIO PÚBLICO COMO PARTE EN EL JUICIO DE AMPARO.

El artículo 5º en la fracción IV de la Ley de Amparo, establece la situación del Ministerio Público Federal como parte en el juicio de amparo.

Este artículo se ha reformado en varias ocasiones, pero como podemos darnos cuenta, ninguna de ellas ha incorporado al Ministerio Público Federal o Local que ha sido parte acusadora a través del ejercicio de la acción penal en el proceso y que incluso la misma Ley de Amparo en el artículo 180, le da características de contraparte en el Juicio de Amparo directo al disponer que:  “El tercero perjudicado y el agente del Ministerio Público que hayan intervenido en el proceso en asuntos del orden penal, podrán presentar sus alegaciones por escrito directamente ante el Tribunal Colegiado de Circuito, dentro del término de diez días contados desde el día siguiente al del emplazamiento a que se refiere el artículo 167.”

Este es quizá el único acto procesal que le corresponde al Ministerio Público en su calidad de parte acusadora en el proceso penal de donde se deriva el acto reclamado y sólo cuando se trata del amparo contra Resoluciones definitivas o que ponen fin al juicio.

En lo demás la figura de esta Institución no existe en la Ley de Amparo.

El texto original en la Ley de Amparo de 1936, sólo se refería al Ministerio Público como parte en el juicio de amparo, pero sin indicar cuales eran sus competencias pero necesariamente se referían a funciones de vigilancia y asesoría legal, es decir como equilibrador entre el Tribunal de Amparo y las autoridades responsables.

En 1951 se estableció la posibilidad de que el Ministerio Público Federal participara o interviniera en el juicio de amparo cuando la controversia fuera de interés público y que podía obtenerse de intervenir en caso de considerar que el asunto no tenía importancia pública.-  Esta reforma tuvo su origen en el hecho de que en la práctica el Órgano Ministerial sólo se concretaba a notificarse quizá de los amparos, burocráticamente pero sin que tuviese alguna participación importante.

En 1984 se reconoce la calidad de parte procesal al Ministerio Público Federal al establecerse la facultad de interponer recursos previstos en la Ley de Amparo, es decir ya no más como asesor o fiscalizador, sino como Representante Social, en interés de la legalidad.

Por último en 1994 se puso en vigencia una nueva reforma a la fracción IV del artículo 5º de la Ley de Amparo, quizá para explicitar los alcances de la atribución concedida al Ministerio Público Federal en materia penal, pero con una desafortunada redacción ya que sólo se incluye a la posibilidad de interponer recursos en resoluciones donde se reclamen Resoluciones de Tribunales locales, pero sin especificar porqué la diferencia con las resoluciones de la materia federal.

Sin embargo y a pesar de las reformas es necesario que en este precepto se incluya como parte del juicio de amparo a los Ministerios Públicos Federal y Local que han actuado como acusadores en el proceso penal de donde se deriva el acto reclamado, paras que esté representado el interés de la Ley Federal o Local y no se quede como simple espectador y al margen de lo que suceda con el procedimiento de amparo.

Por otra parte debe agregarse la posibilidad de que el Ministerio Público Federal y Local como parte en el proceso penal de donde se derive el acto reclamado, de que tenga facultad para interponer el Juicio de Amparo contra resoluciones absolutorias o de sobreseimiento en asuntos que la institución considere significativos o de importancia pública, ello a pesar de la jurisprudencia de la Corte que rechaza esta posibilidad en el sentido de que sólo se puede interponer amparo por un órgano público, como lo señala la Ley de Amparo en el artículo noveno, cuando pretende proteger intereses patrimoniales, porque este razonamiento es anacrónico y sólo tiene sentido en la concepción histórica del juicio de garantías que nació para proteger derechos del gobernado, pero que en la actualidad nadie niega su evolución y que ya ha sido admitido en ejecutorias por los Tribunales Colegiados en el sentido de que si procede interponer amparo, por parte de una autoridad cuando evidentemente se afecten sus atribuciones legales o constitucionales.

C O N C L U S I O N E S :

1.-  Son algunas las modificaciones al artículo 5º de la Ley de Amparo en relación con la calidad de parte en el juicio de amparo que tiene el Ministerio Público Federal, enunciados en 1951 hasta 1994.

2.-  Se ha modificado la concepción inicial de la institución como órgano de procuración, es decir con facultades de asesoramiento y de fiscalización, hasta darle la competencia de interponer recursos en la materia penal.

3.-  La reforma que ahora se propone, es que se incluya como parte a los Ministerios Públicos, tanto Federal como Local que tuvieron el carácter de acusadores en los procesos ordinarios de donde se derivan los actos reclamados por el quejoso y a los que sólo les permite la Ley de Amparo presentar alegatos en el amparo directo.

4.-  Debe establecerse en la fracción V del artículo 5º de la Ley de Amparo, que en amparos penales, tendrán la calidad de partes con todas las facultades legales inherentes, el Ministerio Público Local o Federal, que hubiere sido contraparte en el proceso ordinario penal de donde se deriva el acto reclamado, y establecerse la facultad de que en casos de importancia pública, estos órganos puedan interponer amparo contra sentencias absolutorias y de sobreseimiento.

RAMOS NAVARRO SANCHEZ

COMENTARIOS A LA LEY DE AMPARO
De las partes en el juicio

ARTÍCULO 5º. (se transcribe).

COMENTARIO: La fracción tercera inciso a) del Artículo Quinto de la Ley de Amparo, limita la posibilidad de que personas distintas a las señaladas en este precepto, puedan ser consideradas como terceros perjudicados.

En efecto, si el amparo es promovido por el actor, el tercero perjudicado es el demandado.  Si este lo hace valer un tercero extraño, son terceros perjudicados tanto el actor como el demandado.

Empero, bajo el supuesto en el que exista pluralidad de actores o demandados, la ley no contempla que alguno de estos, sin ser contra parte o tercero extraño, pueda intervenir con tal carácter.

Es decir, tanto el co-actor como el co-demandado, o ambos, pueden tener el carácter de tercero perjudicado, cuando el amparo es promovido por otro semejante.
De las notificaciones personales.

ARTÍCULO 30. (se transcribe).

COMENTARIO: La fracción primera de este artículo, no contempla el supuesto en el que el actuario al practicar la diligencia de notificación, no encontrare a la persona buscada y al mismo tiempo otra que recibiera el citatorio en su ausencia.  De igual forma, la posibilidad de que durante la práctica de la notificación, dicho funcionario no localizare el domicilio buscado por causa de cambio de nombres o números, o reorganización oficial de las calles o avenidas.  “Circunstancias en la que, no obstante existir el domicilio señalado, la notificación deberá practicarse por lista”.
En ese orden de ideas, la interpretación del artículo 30, fracción I no debe limitarse a lo dispuesto por el diverso 312 del Código Federal de Procedimientos Civiles, cuenta habida de que dicho precepto no establece los casos concretos antes señalados, sino que únicamente contempla la negativa del interesados para recibir la notificación, y el supuesto en el que la persona buscada u otra presente, no acudiera al llamado del notificador.
Del Amparo Directo

ARTÍCULO 44. (se transcribe).

ARTÍCULO 167. (se transcribe).

ARTÍCULO 168. (se transcribe).

ARTÍCULO 169. (se transcribe).

COMENTARIO: La práctica procesal concerniente a la interpretación del artículo 44 adminiculado con los diversos 167, 168 y 169 de la Ley de Amparo, no es acorde a la realidad histórica de los tribunales que actúan como auxiliares en la administración de la justicia federal.  En la actualidad, las cargas excesivas de trabajo y las carencias a las que se enfrentan dichos tribunales, como falta de recursos humanos y económicos, hace imposible diligenciar oportunamente y de acuerdo dichos preceptos, el trámite de los asuntos para ser remitidos a los Tribunales Colegiados de Circuito, quienes a diferencia de éstos, cuentan con la infraestructura y tecnología suficiente para ello.

De tal forma, si la concentración es un factor sobre el que se construye el juicio constitucional, debe ser analizada la posibilidad de que las demandas de amparo directo se presenten por conducto del Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, y sea éste el encargado de la integración y emplazamiento a los terceros perjudicados, requiriendo a las autoridades responsables informen sobre la legalidad de los actos que se les atribuye, y la remisión de las constancias sobre las que verse lo reclamado, ordenándole provea de inmediato la suspensión que fuera solicitada.  O en su defecto, el término a que se refiere el citado precepto legal se determine en función a las posibilidades reales de las autoridades responsables.

Adicionalmente, resulta inoperante el término de tres días concedidos a la autoridad responsable para la integración, emplazamiento y rendición de informes, si para ello se toma en cuenta el actual crecimiento demográfico, la dispersión de colonias e insuficientes medios de comunicación y transporte, que obstaculizan el puntual diligenciamiento de los requerimientos en las principales ciudades.

De los casos de improcedencia

ARTÍCULO 73. (se transcribe).

COMENTARIO: Es inconstitucional la fracción XVIII del artículo 73 de la Ley de Amparo, ya que si el precepto en conjunto distingue los supuestos específicos de improcedencia, una ley secundaria no puede impedir al juzgador el estudio de la demanda de garantías, considerada como supremo recurso o medio de defensa frente a los actos arbitrarios.  Por lo tanto, el examen de dichas causas debe obedecer estrictamente al contenido de la Constitución, de la Ley de Amparo y la jurisprudencia, en casos concretos.
De las sentencias.

ARTÍCULO 80. (se transcribe).

COMENTARIO: Como puede advertirse, la Ley vigente no contempla lo que ha dado en llamarse “el amparo para efectos”; sin embargo, en una práctica insana algunos Juzgados de Distrito y Tribunales Colegiados de Circuito, conceden la protección de la Justicia Federal “para determinados efectos”, circunstancia que ha generado que en un mismo juicio natural existan varios amparo, lo que evidentemente retarda la administración de justicia.  De ahí que deban diseñarse mecanismos de reforma a este precepto, para evitar la reiterada concesión de amparos en el juicio de instancia, salvo, por supuesto, en violaciones procesales que cometa la autoridad.

De la substanciación del recurso de queja.

ARTÍCULO 98. (se transcribe).

ARTÍCULO 99. (se transcribe).

COMENTARIO: Al igual que durante la tramitación del juicio de amparo directo, el término concedido a las autoridades responsables a fin de rindan sus informes con justificación, resultan insuficientes.

Tres días para la radicación e integración del expediente de queja, llevar a cabo el emplazamiento a los terceros perjudicados y rendir sus informes justificados, no es congruente con la realidad que vive hoy en día los tribunales de nuestro país.  Por ello, debe tomarse en cuenta que durante la tramitación del dichos recursos, es necesario ampliar razonadamente el término, de manera tal que tanto el órgano revisor como el revisado, actúen en forma equilibrada.

Ejecución de sentencias en el Amparo Indirecto.

ARTÍCULO 105. (se transcribe).

COMENTARIO: Para el cumplimiento de las ejecutorias, el primero párrafo no señala cuál es el significado de los supuestos... “cuando la naturaleza del acto lo permita, o no se encontrare en vías de ejecución”.
Si el objeto de concesión del amparo es restituir al gobernado en el goce de la garantía violada, y hacerlo implica diligencia y prontitud.  Es fundamental determinar el significado de estos supuestos, cuya imprecisión genera exceso y defecto en el cumplimiento de las ejecutorias, pues en la práctica, el temor de retrasar su diligencia, atropella los tiempos previstos en la ley de la cual emana el acto reclamado. Contemplados como necesarios para la elaboración de las resoluciones.
Ahora bien, respecto al último párrafo, la Ley debe determinar con claridad, cuál es el supuesto en el que el quejoso puede solicitar que la sentencia de amparo se de por cumplida mediante el pago de los daños y perjuicios, los términos y condiciones, y si el Juez de Distrito es la única autoridad que puede resolver esta causa.  De otro modo, queda a la pragmática interpretación del juzgador y no a la literalidad de la norma.
Ejecución de sentencias de Amparo Directo.

ARTÍCULO 106. (se transcribe).

COMENTARIO: Al igual que en amparo indirecto, el tercer párrafo de este artículo, no establece reglas claras cuándo se remite al artículo anterior.  De hecho, incurre en la misma omisión con iguales consecuencias.

Un ejemplo de lo importante que es determinar el significado de... “estar en vías de ejecución”, es el que se presenta frecuentemente en la tramitación de los juicios laborales.

En efecto, los artículos 885 al 890 de la Ley Federal del Trabajo, establecen el procedimiento a seguir para la elaboración del laudo que da por concluido el juicio.

En suma, son veinticinco los días que requiere la junta de conciliación y arbitraje para elaborar el proyecto de resolución, estudiarlo, discutirlo y votarlo y proceder a su aprobación.

Luego entonces, jurídica y materialmente es imposible dar cumplimiento a las ejecutorias en el término de veinticuatro horas, señalado por el artículo 106 de la Ley de Amparo.

Esto es, si la autoridad de amparo, por ejemplo, al resolver la ejecutoria otorgó a la autoridad responsable libertad de jurisdicción siguiendo los lineamientos ordenados, se concluye, que al dictar un nuevo laudo, implica necesariamente el estudio y valoración de las constancias de autos, en los nuevos términos que fueron precisados por la Judicatura, lo cual conlleva necesariamente al procedimiento que establecen los artículos antes mencionados, pues sería ilógico dictar otro laudo en el reducido término de 24 horas, ya que es física, material e intelectualmente imposible, acordar la recepción del expediente laboral, elaborar el proyecto de resolución, distribuir los ejemplares para su estudio a los representantes de la Junta, citar a los mismos a una sesión de discusión y votación, y llevar a cabo el engrose y firma del laudo.

Proceder en contrario viola las disposiciones que contiene la Ley Federal del Trabajo, emitiendo una resolución contraria a derecho por no cumplirse con las formalidades del procedimiento.

Por lo cual, se colige, es necesario llevar a cabo el procedimiento antes mencionado, no obstante se pronuncie en cumplimiento de una ejecutoria.

ARTÍCULO 113. (se transcribe)

COMENTARIO: La redacción de la antepenúltima parte de este precepto, da lugar a confusión en la medida de que el supuesto... “o apareciera que ya no hay materia para la ejecución”, no establece cuáles son las circunstancias que pueden determinar dicho evento.

En otras palabras, queda al arbitrio del juzgador de amparo y no a la literalidad de la norma, determinar si, en efecto, la ejecutoria no puede cumplirse por consumación del acto reclamado o cambio de situación jurídica.

ARTÍCULO 114.  (se transcribe).

COMENTARIO: La fracción tercera del referido artículo, al hablar de actos de ejecución de sentencia, da la apariencia de que únicamente es el demandado quien puede acudir vía amparo, sin embargo, es claro que durante el procedimiento de ejecución, las providencias y acuerdos que se dictan con el propósito de llevar a cabo el remate de los bienes embargados o la cumplimentación de la sentencia o laudo, pueden ser impugnados también por la parte actora, evento en el cual, la ley no distingue.

Entonces, se debe precisar que los actos emitidos en ejecución de sentencia, son susceptibles de impugnar vía juicio bi-instancial, sin tener que esperar a que se dicte la última resolución en el procedimiento.  Tal es el caso, por ejemplo en materia laboral, cuando se impugna la resolución que determinó improcedente la revisión de actos del ejecutor.

ARTÍCULO 174. (se transcribe).

COMENTARIO: Con el propósito de establecer con exactitud las bases sobre las cuales debe proveerse a la suspensión, es necesario concretar, que la suspensión concedida en el supuesto de que exista riesgo de subsistencia del tercero perjudicado, surtirá efectos siempre y cuando el quejoso exhiba en forma conjunta y simultánea, tanto la garantía por insubsistencia, como la caución que corresponda por el importe de los posibles daños y perjuicios que llegaran a ocasionarse, en el evento de no obtener sentencia favorable.

De no ser así, se continuará haciendo uso indiscriminado de esta figura procesal sin que cumpla formalmente su cometido, pues en la práctica, es evidente que en muy pocas ocasiones se garantiza la subsistencia del obrero, pues el procedimiento para ejecutar este concepto, tarda mas tiempo que el que se necesita para resolver el fondo del amparo.

Propuesta de reforma a la ley orgánica del poder judicial de la federación.

Congruentemente a la reforma de la Ley de Amparo debe reformarse la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Efectivamente, en la mayoría de los Estados de la República existen Juzgados de Distrito de jurisdicción mixta, que se encargan de la tramitación de los juicios de amparo en materia penal, administrativa, agraria, civil y laboral, así como de los procesos penales federales, civiles federales y del juicio ordinario federal.  En cambio, los Juzgados especializados por razón de la materia sólo conocen de la que les es asignada, tanto en lo que se refieren al juicio de amparo, como al proceso. (Capítulo Segundo L.O.P.J.F).

Esto es, un Juez de Distrito tiene encomendada una doble función: por una parte actúa como Juez Constitucional, y por la otra, como Juez de instrucción, Juez de proceso o Juez natural.

Consideramos que esa dualidad no debe existir, pues por la propia naturaleza jurídica del Juzgado de Distrito, por razones técnica y administrativas, su función primordial debe ser la de control constitucional y no la de actuar como Juzgados de Instrucción.

En efecto, el Juicio de Amparo constituye uno de los elementos básicos para garantizar los derechos fundamentales del hombre, no obstante en la actualidad ha ido adquiriendo caracteres más complejos y técnicos, aspecto que se agrava con la dualidad de funciones a que hemos hecho referencia.

Precisamente, y en atención a la complejidad del Juicio de Amparo, y a fin de proporcionar una mejor administración de justicia, la competencia de los Juzgados de Distrito debe restringirse al control constitucional, evitando incluso abrumar de trabajo a este tipo de órganos jurisdiccionales, que, por su propia naturaleza deben velar por la defensa de los derechos del hombre.

En cambio, deben crearse Juzgados Federales que conozcan del proceso natural.

JOSÉ FRANCISCO BECERRIL MENDOZA
Propuestas que presenta el

Instituto Universitario del Estado de México

 PROPUESTA  I

Se propone la modificación del Artículo 74, Fracción I, correspondiente al Capítulo IX, denominado “Del Sobreseimiento”, de la Ley de Amparo vigente que a la letra dice:

Procede el sobreseimiento:

Cuando el agraviado se desista expresamente de la demanda”

Consideraciones.- Que una vez efectuado un estudio global de diversos aspectos y contenido del desistimiento, así como sus clases y los efectos que produce dentro del proceso y, en especial en la substanciación del Juicio Constitucional, se ha considerado que el desistimiento de la demanda en el juicio de Amparo sólo implica, en perjuicio del quejoso la pérdida de la instancia de garantías y no así de la acción de la misma, supuesto que trae como consecuencia una violación a la esfera jurídica del gobernado de conformidad con el artículo I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece:

“En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrás restringirse ni suspenderse, sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece”.

A mayor abundamiento, en el Juicio de Amparo el desistimiento de la demanda no debe generar en todos los casos la pérdida de la acción, toda vez que el quejoso jamás debe perder la facultad para presentarla nuevamente, siempre y cuando no haya caducado dicha acción.

Ahora bien, es de derecho explorado que el desistimiento no se traduce por parte del quejoso en consentir el acto reclamado pues implicaría una eventual renuncia a las garantías que le otorga nuestra Carta Magna.

Propuesta.- En mérito de lo anterior se propone que la redacción de la Fracción I, del Artículo 74 de la Ley de la materia podría modificarse en los términos siguientes:

“Cuando el agraviado desista expresamente en el juicio de garantías”

El desistimiento de la acción trae aparejado el consentimiento del acto reclamado, mientras que en el desistimiento de la instancia el quejoso únicamente pierde los beneficios que hubiese obtenido al tramitar el juicio, y por lo tanto la acción de amparo quedará expedita para ejercitarse nuevamente ante el órgano jurisdiccional.

P R O P U E S T A   II

Es incuestionable que nuestro medio de control constitucional como lo es el juicio de amparo, ha tenido gran presencia y trascendencia jurídica no sólo en nuestro país sino también en otros países como Argentina, Chile, Ecuador y Venezuela, entre otros, mismos que han integrado en sus diversas legislaciones algunas figuras jurídicas de nuestro juicio de garantías como lo son la suspensión del acto reclamado y la figura del Ministerio Público Federal.  Si bien es cierto que el Derecho se va adecuando a la conducta del hombre en sociedad también lo es que en varias leyes como lo es en el caso concreto de la Ley de Amparo en México, se ha quedado a la saga en su evolución y por ende el individuo en muchos casos no ha tenido la oportunidad de ser protegido por la justicia federal ya sea por leyes consideradas como inconstitucionales o por actos de autoridad, así como otro tipo de elementos jurídicos como lo es el caso del cumplimiento sustituto en ejecución de sentencia los cuales son los temas centrales de las presentes:

PROPUESTAS

PRIMERA.-  En atención a lo dispuesto por el artículo 76 de la Ley de Amparo que la letra dice:  “Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare”.

Se considera aquí que la aplicación del principio de la relatividad de las sentencias la cual hoy en día resulta completamente obsoleto toda vez que su utilización favorece única y exclusivamente a quien tiene la oportunidad de contratar los servicios de un Licenciado en Derecho para defender sus intereses y, por ende, es quien tiene las posibilidades económicas de hacerlo, pero ¿Qué hay de la inmensa mayoría de los ciudadanos que se encuentran en los mismos supuestos en que se pretende violar sus garantías constitucionales por la sola promulgación de una ley o su primer acto de aplicación?, se ha de recordar que el bien común debe prevalecer sobre el bien individual, así como el principio de generalidad de toda norma jurídica, por tales motivos cuando una ley es considerada como inconstitucional por los órganos federales en materia de amparo debe dejar de aplicarse con efectos erga omnes lo que traería como consecuencia la no operatividad del principio de la relatividad de las sentencias.

Ahora bien, la no aplicación de la fórmula Otero nos lleva a la propuesta de reformar el artículo 107 Fracción  II de la Constitución que reza:

“La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare”.

En conclusión podemos afirmar que para que la ley sea de observancia general se debe suprimir el principio de relatividad de las sentencias contendido en el artículo 76 de la Ley de Amparo, siendo necesario que se reforme también el artículo 107 en su fracción de nuestra Ley de Leyes, para con ello cuando un ordenamiento legal sea declarado a través de sentencia ejecutoria en materia de amparo como inconstitucional lo sea para todos los individuos que se encuentren en nuestro país, por lo que los artículos mencionados quedarían de la siguiente manera:

Artículo 76 de la Ley de Amparo:

“Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo surtirán efectos erga  omnes  cuando se trate de leyes declaradas inconstitucionales por los tribunales federales si procediere, en el caso especial, sobre el que verse la demanda”.

Con esta propuesta se evitaría el rezago judicial en materia de Amparo toda vez que no habría razón de ser de las demandas presentadas ante los Tribunales Federales competentes por casos similares habiendo sido resueltos y así surtir efectos de aplicación general.

Artículo 107, Fracción II Constitucional:

“La sentencia que se pronuncie en juicios de amparo surtirán efectos de carácter general cuando se trate de leyes declaradas inconstitucionales por los Tribunales Federales si procediere, en el caso especial, sobre el que verse la demanda.”

Con esta propuesta se estaría corroborando que el bien común debe prevalecer sobre los intereses individuales y, en consecuencia, no debe aplicarse una ley declarada inconstitucional toda vez que en la actualidad dicho ordenamiento jurídico si lo permite.

SEGUNDA.-  Derogar del artículo 107 constitucional en su Fracción XVI, segundo párrafo, parte in fine que expresa: 

“Igualmente, el quejoso podrá solicitar ante el órgano que corresponda, el cumplimiento substituto de la sentencia de amparo, siempre que la naturaleza del acto lo permita.”

Lo anterior, por contrario al interés público y social y, por ende, a la naturaleza jurídica del juicio constitucional.

Por otro lado, se debe derogar del artículo 105 de la Ley de Amparo, en su último párrafo, el cual se refiere al cumplimiento sustituto de ejecución de sentencias federales por contravenir lo dispuesto por el artículo 80 de ese mismo ordenamiento jurídico, así como la ratio essendi de la misma ley.

Cabe señalar que dicho párrafo expresa:

“El quejoso podrá solicitar que se dé por cumplida la ejecutoria mediante el pago de los daños y perjuicios que haya sufrido.  El juez de distrito, oyendo incidentalmente a las partes interesadas, resolverá lo conducente.  En caso de que proceda, determinará la forma y cuantía de la restitución”.

Atento a lo anterior, podemos aseverar que en caso de seguirse observando dicho precepto se estará beneficiando únicamente a un individuo lo cual es contrario al bien común que es lo que persigue nuestra Ley de Amparo.

C O N C L U S I O N E S

Con la supresión del principio de la relatividad de las sentencias tanto en nuestra Carta Magna en su artículo 107 Fracción II y la Ley de Amparo en su artículo 76 se obtendrá un beneficio colectivo por surtir efectos erga emnes la declaración a través de sentencias ejecutorias las leyes consideradas como inconstitucionales.

Resulta inoperante el cumplimiento sustituto de las sentencias en materia de amparo que han causado ejecutoria toda vez que éstas, de concederse el mismo, deben estar acordes a lo dispuesto por el artículo 80 de la propia Ley de Amparo, por lo que debe reformarse el contenido del artículo 107 Fracción XVI segundo párrafo de nuestra Constitución, así como el artículo 105 in fine de la Ley de Amparo con lo que se protege el bien común y no el interés particular principalmente pecuniario. 

Con las anteriores propuestas de reformas tanto a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como a la Ley de Amparo.

MARIO LUIS PÉREZ MÉNDEZ

Propuestas

Uno de los ordenamientos jurídicos que sin duda se distingue por su evidente influencia en el orden social del Estado Mexicano es la Ley de Amparo, toda vez que constituye el medio a través del cual se hacen efectivas las garantías que a todo individuo otorga la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Por ello, se estima que la idea de hacer una nueva Ley de Amparo debe ser cuidadosamente sopesada, para no desvirtuar su finalidad protectora de los derechos fundamentales del hombre.

En ese sentido, conviene acotar que también constituye una nota distintiva del ordenamiento jurídico que nos ocupa, el perfeccionamiento técnico-jurídico con el que está diseñado, ya que su articulado abarca tal variedad de hipótesis que prácticamente no existe acto u omisión de autoridad alguno que no pueda ser sujeto del juicio de garantías.

Así las cosas, cualquier modificación a la Ley de Amparo debe ser el resultado de un profundo estudio y análisis de las repercusiones que tanto social como jurídicamente puedan presentarse.

Ahora bien, en principio no se considera que sea necesaria la expedición de una nueva Ley de Amparo, sino enfocar nuestros esfuerzos a la adecuación de algunos preceptos jurídicos que contiene el ordenamiento vigente, de tal forma que respondan a las necesidades actuales de la sociedad, pero sin modificar los principios rectores del juicio de garantías, ya que como es bien sabido es una Institución que ha dado realce y reconocimiento mundial al Derecho Mexicano, por lo que no sería factible desconocer nuestra historia jurídica, dejando a un lado el pensamiento de los ilustres juristas que le dieron origen, mismo que se ha visto enriquecido con algunas de las reformas que en el devenir histórico se han realizado, pero sin alterar sus bases fundamentales.

Por otra parte, cabe mencionar que si bien el Poder Judicial de la Federación carece de facultades constitucionales para proponer iniciativas de leyes o reformas a las mismas, resulta importante que los temas relacionados con el Juicio de Amparo se debatan para estar en aptitud de proponer las reformas que en realidad resulten necesarias.

En ese sentido, esta área jurídica propone reformas que son muy precisas y concretas respecto de ciertas figuras que en nuestro concepto no se encuentran adecuadamente reguladas.

1.- El artículo 2° de la Ley de Amparo establece la supletoriedad del Código Federal de Procedimientos Civiles, indicando que a falta de disposición expresa se estará a las previsiones del ordenamiento procesal citado; sin embargo, se estima que la redacción del precepto que nos ocupa no es del todo adecuada, ya que ha sido criterio definido de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que la supletoriedad de un ordenamiento jurídico sólo opera cuando existiendo la figura jurídica, se encuentra deficientemente reglamentada, por lo que aparentemente existe una contradicción, ya que el precepto jurídico que se analiza señala la falta de disposición expresa, mientras que la Jurisprudencia exige que exista la disposición que ha de suplirse.

En esa tesitura se considera, que debe adecuarse el precepto que se comenta de tal manera que sea acorde con la jurisprudencia existente en la materia.

2.- Se sugiere adicionar los artículos 10 y 114 de la Ley de Amparo, con un párrafo que haga congruente la garantía que tutela el tercer párrafo del artículo 21 Constitucional, que prevé que las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal, podrán ser impugnadas por vía jurisdiccional, de tal manera que en la propia Ley de Amparo se establezca la posibilidad de interponer el juicio de garantías contra tales determinaciones.

Así, deberá considerarse que el juicio de amparo es procedente contra dichas determinaciones, en virtud de que el artículo 103 de la Constitución establece que el juicio de amparo procede contra actos de autoridad que violen garantías individuales, siendo la Ley de Amparo el ordenamiento jurídico reglamentario idóneo para establecer la procedencia del juicio de garantías en contra de las resoluciones a que se ha hecho referencia.

3.- El artículo 76 bis de la Ley de Amparo establece la facultad de que el juzgador supla la queja deficiente en los casos que específica el propio numeral; sin embargo, de las sentencias en las que se ha aplicado tal principio se advierte que el juzgador sólo invoca el precepto y la fracción correspondiente, sin expresar razonamiento alguno del porqué en el caso específico opera dicha suplencia.

Por lo anterior, se considera de suma importancia adicionar el precepto que se comenta, imponiendo al juzgador el deber de razonar en las sentencias en forma concreta los elementos tomados en cuenta para suplir la queja, con lo cual se da mayor seguridad jurídica a las partes y se evita la promoción de recursos por cuestiones meramente formales que en muchos casos implican un retraso en la administración de justicia.

4.- Existen diferentes interpretaciones y resoluciones contradictorias que se presentan respecto del término para interponer el recurso de queja a que se refiere la fracción XI del artículo 95 de la Ley de Amparo, toda vez que por una parte la fracción IV del artículo 97 del mismo ordenamiento señala que el término para su interposiciòn será de 24 horas siguientes a la fecha en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida, mientras que el último párrafo del artículo 99 establece que la queja deberá interponerse ante el Juez de Distrito dentro del término de 24 horas contadas a partir del día siguiente a la fecha en que para la parte recurrente surta efectos la notificación que conceda o niegue la suspensión provisional, por lo que en esta última hipótesis el plazo se amplia. Por tanto se sugiere realizar la modificación correspondiente, dada la diferencia de momentos en que surten efectos las notificaciones a las partes.

Lo anterior es así, ya que no obstante que se establece igual término para las partes, se origina una inequidad procesal en perjuicio de las autoridades responsables, precisamente por la forma en que para ellas surten efectos las notificaciones, por lo que resulta más adecuada y equitativa la redacción que contiene el último párrafo del artículo 99 antes invocado.

5.- Se estima conveniente adicionar el artículo 124 de la Ley de Amparo, con un párrafo en el que se establezca expresamente la obligación del Juez de Distrito de razonar pormenorizadamente la actualización o no de los 4 requisitos que contiene dicho numeral, debido a la trascendencia que tiene tanto para el gobernado como para la autoridad responsable la concesión o negativa de la suspensión definitiva.

6.- El artículo 132 de la Ley de Amparo establece que el Informe Previo se concretará a expresar si son o no ciertos los hechos que se atribuyen a la autoridad que lo rinda, y que determinen la existencia del acto que de ella se reclama; sin embargo, en la generalidad de los casos las autoridades responsables rinden su informe previo bien sea reconociendo o negando la existencia del acto reclamado, sin hacer mención alguna a los hechos, y debido a la premura con la que se rinde el informe previo parece más conveniente que el mismo se concrete a señalar si el o los actos reclamados son ciertos o no, en virtud de que las demandas de garantías pueden contener numerosos hechos que harían inútil su referencia específica en el informe.

Por ello, sería conveniente modificar el artículo 132 en el sentido de que la autoridad al rendir su informe previo se refiera exclusivamente a los actos que se le atribuyen, eliminando la confusión al pronunciarse respecto de los hechos.

Asimismo, resulta pertinente que se establezca en la Ley de la Materia, que las autoridades puedan presentar su informe previo, hasta la hora señalada para que tenga verificativo la audiencia incidental, lo que daría igualdad procesal a las partes, estableciéndose al efecto que entre la fecha de notificación del auto que lo solicite y la celebración de la audiencia debe mediar un plazo no menor de cinco días.

7.- Sería conveniente que en el artículo 133 se estableciera en forma imperativa la obligación del Juez de Distrito para celebrar la audiencia incidental respecto de las autoridades que residen en el mismo lugar que el Juez, toda vez que en muchos casos so pretexto de que no se cuenta con las constancias de notificación de las autoridades foráneas, se difiere la audiencia incidental en multitud de ocasiones, lo cual redunda en perjuicio de las partes, toda vez que si se negó la suspensión provisional, el acto reclamado puede consumarse de un modo irreparable, situación que incidiría en la resolución que se emita respecto del fondo del asunto.

Por otra parte, si la suspensión provisional fue concedida se impediría a la autoridad ejecutar un acto que puede ser constitucionalmente válido y su realización socialmente conveniente, máxime cuando existe el principio de presunción legal de los actos de autoridad, por lo que el mantener en estado de indecisión la suspensión definitiva puede afectar además el interés público.

8.- En el tercer párrafo del artículo 147 de la Ley de Amparo se establece la posibilidad de que cuando el tercero perjudicado no residiere en el mismo lugar en donde se encuentra radicado el juicio, se le entregue copia de la demanda por conducto de la autoridad responsable, la que deberá remitir la constancia de entrega dentro del término de 48 horas.

Tal disposición no parece del todo adecuada, en virtud de que da lugar a numerosos diferimientos de la audiencia constitucional con el consecuente retraso en la administración de justicia, aunado a que no todas las autoridades responsables tienen su domicilio en la misma localidad donde radica el Tercero perjudicado.

Por ello, se propone que en todos los casos como el expuesto, se realice la notificación al tercero perjudicado por correo certificado con acuse de recibo, o por exhorto dirigido al Juez de Distrito del lugar de su residencia.

9.- En el artículo 149, podría establecerse expresamente que la autoridad responsable rinda su informe con justificación hasta antes de la hora señalada para que tenga verificativo la audiencia constitucional, como lo establece la Jurisprudencia, a fin de actualizar así una práctica que es común en los Juzgados de Distrito, estableciéndose al efecto que entre la fecha de notificación del auto que lo solicite y la celebración de la audiencia debe mediar un plazo no menor de diez días.

10.- La figura jurídica de la ampliación de la demanda de amparo no se encuentra regulada en la Ley reglamentaria, no obstante ser procedente de acuerdo con los criterios jurisprudencias emitidos por la Corte.

Por tal razón se estima conveniente que si en la práctica se da la ampliación de la demanda de amparo se legisle en tal sentido, con reglas claras y precisas respecto de los supuestos jurídicos en los que puede ampliarse la demanda de garantías, para con ello facilitar tanto a la autoridad responsable como al quejoso el conocimiento preciso respecto de lo que puede ser materia de ampliación y en qué momento puede darse.

11.- La regla que establece el artículo 151 de la Ley de Amparo respecto de la oportunidad para anunciar las pruebas testimonial y pericial, puede ser clarificada si se establece que las mismas deberán ser anunciadas con una anticipación de 7 días a la celebración de la audiencia constitucional.

12.- Ha sido criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el que las autoridades tienen obligación de expedir a las partes las copias o documentos que les soliciten para ser ofrecidas como prueba en el juicio de garantías, siempre y cuando la solicitud correspondiente se haga con anticipación debida, estableciendo como parámetro un término de 5 días previos a la celebración de la audiencia constitucional; no obstante, se considera que no existiría inconveniente alguno para que en el artículo 152 se especificara dicho término para que haya oportunidad de expedirlas.

13.- El artículo 167 de la Ley de Amparo establece la obligación de la autoridad responsable de emplazar a las partes en el juicio para que en el término de 10 días comparezcan ante el Tribunal Colegiado de Circuito a defender sus derechos.

De una interpretación literal, se entendería que el plazo de 10 días empezaría a correr a partir de la fecha del emplazamiento; sin embargo, para ese momento aún no se encuentra radicada la demanda de amparo en el Tribunal Colegiado de Circuito, ni se ha emitido el Acuerdo de admisión correspondiente, lo que impide al Tercero Perjudicado conocer ante qué Tribunal va a defender sus derechos, por lo que se propone modificar el artículo 167 que se comenta para que el término de 10 días empiece a correr a partir de que sea notificado el auto admisorio de la demanda. De esta forma el compareciente tendrá pleno conocimiento del número de toca y Colegiado que conoce de la demanda de garantías.

Lo anterior no implicaría retraso alguno en la tramitación del juicio de garantías, ya que por el gran número de juicios de amparo directos, los Tribunales Colegiados no suelen emitir sentencia 10 días después de la radicación de los mismos.

Asimismo, conviene destacar que en nuestro concepto la comparecencia de tercero perjudicado como parte en el juicio no puede ser reducida en su actuación a la simple formulación de alegatos, ya que esto se actualiza una vez que las partes en una controversia han tenido la oportunidad de formular sus defensas, alegaciones que incluso el juzgador puede discrecionalmente tomar o no en cuenta, mientras que en el juicio de amparo al tercero perjudicado debe escuchársele a través de los razonamientos que formula en la comparecencia respectiva, por lo que convendría establecer en forma expresa que la misma debe ser valorada y analizada por el órgano resolutor, a fin de no dejar inaudita a una de las partes en el juicio de garantías.

OLGA HERNÁNDEZ ESPÍNDOLA

Hacemos las siguientes propuestas que tienen como finalidad lo siguiente:

Establecer una mayor igualdad entre la autoridad responsable y la quejosa, ya que estimamos existe un tratamiento distinto que en algunos casos no se justifica.

Derogar las disposiciones de la ley de amparo que tengan como fundamento la negativa a la impartición de justicia.

Establecer severas sanciones a las partes y a los abogados cuyos actos tiendan a retardar los procedimientos o a promover juicios de amparo para entorpecer los procedimientos de origen.

Hacer más expedito el juicio de garantías y evitar la proliferación de juicios de amparo innecesarios. Fortalecer las instituciones protectoras de las garantías individuales. Para ello proponemos que el juicio de amparo indirecto se resuelvan cuestiones de legalidad y el directo para cuestiones de constitucionalidad de leyes. 

Hacer una ley que facilite su aplicación mediante un texto menos complejo y más fácil de comprender y, en la medida de lo posible, menos interpretable.

Establecer una mayor igualdad procesal a las autoridades responsables que a la parte quejosa.

En relación con las facultades de los delegados.

TEXTO ACTUAL ARTICULO 19.- Las autoridades responsables no pueden ser representadas en el juicio de amparo, pero sí podrán, por medio de simple oficio, acreditar delegados que concurran a las audiencias para el efecto de que en ellas rindan pruebas, aleguen y hagan promociones (...)

JUSTIFICACIÓN. Consideramos que los delegados deberían tener las mismas facultades que a los autorizados en términos del artículo 27 de la Ley de Amparo, ya que no existe justificación para el actual distingo. Además es un hecho que los departamentos jurídicos de las autoridades son los que dan seguimiento al juicio de garantías. Ha sido experiencia de los suscritos que escritos tales como la exhibición de documentos han sido desestimados por haber sido presentados por un delegado.

TEXTO PROPUESTO. ARTICULO 19.- Las autoridades responsables no pueden ser representadas en el juicio de amparo, pero sí podrán, por medio de simple oficio, acreditar delegados para oír notificaciones en su nombre, quienes quedarán facultados para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento, pedir se dicte sentencia para evitar la consumación del término de caducidad o sobreseimiento por inactividad procesal y realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de los derechos de la autoridad responsable, pero el delegado no podrá sustituir o delegar dichas facultades en un tercero. Los delegados deberán acreditar encontrarse legalmente autorizados para ejercer la profesión de abogado, y deberán proporcionarse los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización; pero la autoridad podrá designar personas solamente autorizadas para oír notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier persona con capacidad legal, quien no gozará de las demás facultades a que se refiere este párrafo.

En relación al cómputo del término

TEXTO ACTUAL ARTICULO 34.- Las notificaciones surtirán sus efectos:

I.- Las que se hagan a las autoridades responsables, desde la hora en que hayan quedado legalmente hechas.

II.- Las demás, desde el día siguiente al de la notificación personal o al de la fijación de la lista en los juzgados de Distrito, Tribunales Colegiados de Circuito o Suprema Corte de Justicia.

JUSTIFICACIÓN. Estimamos que los términos para la autoridad deben ser iguales que las demás partes, ya que en la práctica los términos para la autoridad se reducen considerablemente. 

TEXTO PROPUESTO. ARTICULO 34.- Las notificaciones surtirán sus efectos desde el día siguiente al de la notificación personal o al de la fijación de la lista en los juzgados de Distrito, Tribunales Colegiados de Circuito o Suprema Corte de Justicia.

En relación con la facultad de interponer recursos contra leyes.

TEXTO ACTUAL ARTICULO 87.- Las autoridades responsables sólo podrán interponer recurso de revisión contra las sentencias que afecten directamente al acto que de cada una de ellas se haya reclamado; pero tratándose de amparos contra leyes, los titulares de los órganos de Estado a los que se encomiende su promulgación, o quienes los representen en los términos de esta Ley, podrán interponer, en todo caso, tal recurso.

(...)

JUSTIFICACIÓN. Es injusto que la autoridad encargada de aplicar la ley no pueda recurrirla cuando se resuelva que la ley que aplica es inconstitucional. Desde luego que tiene interés jurídico y más aún, las instituciones en derecho administrativo han evolucionado, siendo que el texto actual no reconoce estos cambios, ya que la existencia, por ejemplo, de órganos autónomos, deberían tener derecho a defender la constitucionalidad de la ley que aplica.

TEXTO PROPUESTO. ARTICULO 87.- Las autoridades responsables podrán interponer recurso de revisión contra las sentencias que afecten directamente al acto que de cada una de ellas se haya reclamado. Tratándose de amparos contra leyes, los titulares de los órganos de Estado a los que se encomiende su promulgación o aplicación, o quienes los representen en los términos de esta Ley, podrán interponer, en todo caso, tal recurso.

(...)

2. Derogar las disposiciones de la ley de amparo que tengan como fundamento la negativa a la impartición de justicia.

2.1. En relación con la fórmula Otero

TEXTO ACTUAL. ARTICULO 76.- Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare.

JUSTIFICACIÓN. Se propone la derogación del articulo 76 de la ley de amparo, es decir derogar el artículo 76 que contiene la fórmula Otero por las siguientes razones:

No hay razón jurídica, ni práctica, para que una sentencia emitida por autoridad competente, que resuelva sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una ley o un reglamento o un tratado, no produzca efectos hacia todas las personas que se encuentren en igualdad de condiciones. 

De hecho, con la supresión que se propone se beneficiaría a las personas de bajos recursos, que en muchas ocasiones no promueven precisamente por su condición económica (aún cuando existe la figura del defensor de oficio).

Por otra parte, se reduciría la carga de trabajo de los tribunales que en muchas ocasiones tienen que resolver sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los mismos ordenamientos. 

Al derogar el artículo 76, habría seguridad jurídica con el pronunciamiento que surtiría efectos hacia todos los que se encontraran en el mismo caso. Ya que no estarían sujetos al criterio que tuviera cada autoridad respecto del mismo asunto.

Finalmente, las leyes deben elaborarse para que respondan a las necesidades de la sociedad, deben estar apegadas al espíritu de la constitución, ya que es injusto que la constitucionalidad de un ordenamiento jurídico varíe de acuerdo a la persona que lo impugne.

Consideramos que derogando la formula Otero se fortalecerá el Estado de Derecho, ya que no hay mejor principio legal que en nuestro país sólo se apliquen las leyes que estén apegadas a la Constitución. Por otro lado el país avanzaría ya que el Congreso y el Ejecutivo Federal tendrían una mayor responsabilidad al formular leyes. Desde luego, sería positivo que la Suprema Corte pudiera tener facultades de iniciativas de ley. 

2.2. De la caducidad

TEXTO ACTUAL. ARTICULO 74.- Procede el sobreseimiento:

(...)

V.- En los amparos directos y en los indirectos que se encuentren en trámite ante los jueces de Distrito, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, si cualquiera que sea el estado del juicio, no se ha efectuado ningún acto procesal durante el término de trescientos días, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha promovido en ese mismo lapso.

En los amparos en revisión, la inactividad procesal o la falta de promoción del recurrente durante el término indicado, producirá la caducidad de la instancia. En ese caso, el tribunal revisor declarará que ha quedado firme la sentencia recurrida.

En los amparos en materia de trabajo operará el sobreseimiento por inactividad procesal o la caducidad de la instancia en los términos antes señalados, cuando el quejoso o recurrente, según el caso, sea el patrón.

Celebrada la audiencia constitucional o listado el asunto para audiencia no procederá el sobreseimiento por inactividad procesal ni la caducidad de la instancia.

JUSTIFICACIÓN. Estimamos que esta institución se traduce en una denegación de justicia. Si bien la carga de trabajo es excesiva, el problema puede estar en otras cuestiones, sobre todo en las cuestiones de procedencia del juicio de amparo. Estimamos un error establecer instituciones que permitan “resolver” asuntos con base en una negativa de justicia. El propio texto tiene implícita una negativa, ya que el transcurso de 300 sin resolverse el asunto es de por si grave. 

Estimamos que el fortalecimiento de las instituciones debe tener como principio la impartición de justicia, y no cualquier forma de evitarla, que a largo plazo en cualquier sentido permea en toda la sociedad.

2.3. Del pago de daños y perjuicios en ejecución de sentencia.

TEXTO ACTUAL. El quejoso podrá solicitar que se dé por cumplida la ejecutoria mediante el pago de los daños y perjuicios que haya sufrido. El juez de Distrito, oyendo incidentalmente a las partes interesadas, resolverá lo conducente. En caso de que proceda, determinará la forma y cuantía de la restitución.

JUSTIFICACIÓN. Nuevamente insistimos en que los conceptos deben tender a una protección eficaz de las garantías individuales, por lo que la reparación mediante el pago de daños y perjuicios debe suprimirse.

3. Establecer severas sanciones a las partes y a los abogados cuyos actos tiendan a retardar los procedimientos o a promover juicios de amparo para entorpecer los procedimientos de origen.

TEXTO ACTUAL. ARTICULO 211.- Se impondrá sanción de seis meses a tres años de prisión y multa de diez a noventa días de salario:

 I.- Al quejoso en un juicio de amparo que al formular su demanda afirme hechos falsos u omita los que le consten en relación con el amparo, siempre que no se reclamen algunos de los actos a que se refiere el artículo 17;

III.- Al quejoso o tercero perjudicado en un juicio de amparo, que presente testigos o documentos falsos, y

 III.- Al quejoso en un juicio de amparo que para darle competencia a un juez de Distrito, designe como autoridad ejecutora a una que no lo sea, siempre que no se reclamen algunos de los actos a que se refiere el artículo 17.

JUSTIFICACION. Consideramos que una parte fundamental del juicio de amparo debe recaer en la responsabilidad de las partes. Responsabilidad que jurídicamente es inexistente en nuestro sistema legal. Para ello, se propone que la base fundamental del juicio debe recaer en la responsabilidad del quejoso y sus abogados, es decir que el punto de partida sea la buena fe del peticionario de garantías. Sin embargo, la excepción será que en caso de faltar a dicha confianza que se depositaría en ellos por la ley de amparo, la aplicación de sanciones serían severísimas.

TEXTO PROPUESTO ARTICULO 211.- Se impondrá sanción de seis meses a tres años de prisión y multa de diez a noventa días de salario:

 I.- Al quejoso en un juicio de amparo que al formular su demanda afirme hechos falsos u omita los que le consten en relación con el amparo, siempre que no se reclamen algunos de los actos a que se refiere el artículo 17;

III.- Al quejoso o tercero perjudicado en un juicio de amparo, que presente testigos o documentos falsos, 

III.- Al quejoso en un juicio de amparo que para darle competencia a un juez de Distrito, designe como autoridad ejecutora a una que no lo sea, siempre que no se reclamen algunos de los actos a que se refiere el artículo 17.

IV. Al quejoso que requiera documentos e información de las autoridades, cuando aquellos no estén vinculados con el acto reclamado.

V. Al quejoso que promoviendo el amparo indirecto, alegue cuestiones de constitucionalidad de leyes, y al que promoviendo amparo directo, alegue cuestiones de legalidad.

VI. Al quejoso que promueva el incidente de suspensión cuando el acto reclamado no tenga ejecución o que por las circunstancias del caso no pueda ejecutarse.

VII. Al quejoso que promueva nueva demanda de amparo directo cuando se esté sustanciando otro en donde se alegue la inconstitucional de idénticas leyes.

VIII. Al que promueva amparos alegando violaciones de leyes que han quedado derogadas o que no se han aplicado.

Reformar la ley de amparo, para modificar el amparo directo e indirecto, y dividirlo en amparo contra cuestiones de legalidad y contra leyes que se estimen inconstitucionales. 

TEXTO ACTUAL. A efecto de ser más breves, omitimos la transcripción de los artículos que regulan el amparo directo e indirecto.

JUSTIFICACIÓN. Consideramos que el propósito fundamental de la reforma es hacer del juicio de amparo una institución que proteja las garantías individuales. El juicio de amparo ha originado severos problemas, por razones que estimamos poco trascendentes argumentar para efectos de la propuesta, podríamos mencionar como ejemplos el incumplimiento de sentencias de amparo por las autoridades responsables, demandas de amparo para dilatar los procedimientos de origen por parte de los quejosos y distintos criterios jurisprudenciales contradictorios.

La propuesta tiene como finalidad evitar la proliferación de juicios innecesarios, facultando al particular alegar cuestiones solamente de legalidad en el amparo indirecto, es decir violaciones a los artículos 14 y 16 constitucionales, y únicamente cuestiones de constitucionalidad de leyes en el amparo directo, al final de un juicio o de un procedimiento seguido en forma de juicio.

Se propone que el amparo indirecto sea ante el juez de Distrito, y solamente su procedencia en los casos en que se aleguen cuestiones de legalidad, se trate de actos dictados en juicio o bien en procedimientos seguidos en forma de juicio. El amparo directo solo procedería contra leyes, ya sean heteroaplicativas o contra el último acto de aplicación. Por tanto todas las disposiciones de la ley de amparo que hablen de legalidad formarán parte del amparo indirecto.

El amparo directo se sustanciaría en forma sucinta, en audiencia pública y sólo procedería el sobreseimiento si la demanda no es presentada en tiempo o cuando haya sido impugnada con anterioridad.

Desde luego la reforma implicaría que las actuales disposiciones del amparo indirecto que se refieran a cuestiones de constitucionalidad de leyes se reubiquen en el amparo directo, y las cuestiones de legalidad del amparo directo se reubiquen en el amparo indirecto.

Si bien es cierto que un quejoso debería presentar dos demandas, una por constitucionalidad la otra por legalidad, la primera sería la única que debería presentar.

La reforma propuesta tendría como efecto que la Suprema Corte de Justicia de la Nación conozca de los recursos por resoluciones de los Tribunales Colegiados de Circuito y éstos por resoluciones de los Jueces de Distrito.

TEXTOS PROPUESTOS. 

ARTICULO 114.- El amparo se pedirá ante el juez de distrito:

I.- Contra las sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o revocados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, y por violaciones de garantías cometidas en las propias sentencias laudos o resoluciones indicados.

Para los efectos de esta fracción, sólo será procedente el juicio de amparo cuando las sentencias definitivas o laudos y resoluciones sean contrarios a la letra de la ley aplicable al caso, a su interpretación jurídica o a sus principios generales de Derecho a falta de ley aplicable, cuando comprendan acciones, excepciones o cosas que no hayan sido objeto del juicio, o cuando no las comprendan todas, por omisión o negación expresa.

II. Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, y que el acto reclamado emane de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución definitiva por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia le conceda, a no ser que el amparo sea promovido por persona extraña a la controversia.

III.- Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados fuera de juicio o después de concluido. Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en la misma demanda las demás violaciones cometidas durante ese procedimiento, que hubieren dejado sin defensa al quejoso.

Tratándose de remates, sólo podrá promoverse el juicio contra la resolución definitiva en que se aprueben o desaprueben.

IV.- Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación;

V.- Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería;

DE LA DEMANDA

ARTICULO 115.- La demanda de amparo deberá formularse por escrito, en la que se expresarán:

I.- El nombre y domicilio del quejoso y de quien promueve en su nombre;

II.- El nombre y domicilio del tercero perjudicado;

III.- La autoridad o autoridades responsables;

IV.- El acto que de cada autoridad se reclame; el quejoso manifestará, bajo protesta de decir verdad, cuáles son los hechos o abstenciones que le constan y que constituyen antecedentes del acto reclamado o fundamentos de los conceptos de violación;

V.- Los preceptos constitucionales que contengan las garantías individuales que el quejoso estime violadas, así como el concepto o conceptos de las violaciones;

VI.- La ley que en concepto del quejoso se haya aplicado inexactamente o la que dejó de aplicarse, cuando las violaciones reclamadas se hagan consistir en inexacta aplicación de las leyes de fondo. Lo mismo se observará cuando la sentencia se funde en los principios generales de derecho.

Cuando se trate de inexacta aplicación de varias leyes de fondo, deberá cumplirse con esta prescripción en párrafos separados y numerados.

TITULO TERCERO. DE LOS JUICIOS DE AMPARO DIRECTO ANTE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

ARTICULO ___.- El juicio de amparo es competencia del Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, en los términos establecidos por las fracciones _ y __ del artículo 107 constitucional:

I. Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su sola entrada en vigor o con motivo del último acto de aplicación, se estimen inconstitucionales.

Se considera el último acto de aplicación las sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, o contra las resolución definitiva cuando el acto reclamado emane de un procedimiento seguido en forma de juicio, siempre que no proceda algún recurso ordinario que pueda modificarlo o nulificarlo.

II. Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los Estados, en los casos de las fracciones II y III del artículo 1o. de esta ley.

DE LA DEMANDA 

ARTICULO 166.- La demanda de amparo deberá formularse por escrito, en la que se expresarán:

I.- El nombre y domicilio del quejoso y de quien promueva en su nombre;

II.- El nombre y domicilio del tercero perjudicado;

III.- La autoridad o autoridades responsables;

IV.- La sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio, o la resolución definitiva en un procedimiento seguido en forma de juicio, que constituya el último acto, a no ser que la demanda se promueva contra la entrada en vigor de la ley.

V.- La fecha en que se haya notificado la sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio o al procedimiento seguido en forma de juicio, o la fecha en que haya tenido conocimiento el quejoso de la resolución recurrida;

VI.- Las leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general y los preceptos constitucionales cuya violación se reclame y el concepto o conceptos de la misma violación, y los documentos que acrediten la aplicación de las disposiciones reclamadas;

VII.- Si el amparo se promueve con fundamento en la fracción II del artículo 1o. de esta Ley, deberá precisarse la facultad reservada a los Estados que haya sido invadida por la autoridad federal, y si el amparo se promueve con apoyo en la fracción III de dicho artículo, se señalará el precepto de la Constitución General de la República que contenga la facultad de la autoridad federal que haya sido vulnerada o restringida.

OTRA PROPUESTA

TEXTOS ACTUALES. ARTICULO 114.- El amparo se pedirá ante el juez de distrito:

I.- Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de aplicación, causen perjuicios al quejoso:

II.- Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo.

En estos casos, cuando el acto reclamado emane de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución definitiva por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia le conceda, a no ser que el amparo sea promovido por persona extraña a la controversia.

III.- Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados fuera de juicio o después de concluido. Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en la misma demanda las demás violaciones cometidas durante ese procedimiento, que hubieren dejado sin defensa al quejoso.

Tratándose de remates, sólo podrá promoverse el juicio contra la resolución definitiva en que se aprueben o desaprueben.

IV.- Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación;

V.- Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería;

VI.- Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los Estados, en los casos de las fracciones II y III del artículo 1o. de esta ley.

ARTÍCULO 158.- El juicio de amparo directo es competencia del Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, en los términos establecidos por las fracciones V y VI del artículo 107 constitucional, y procede contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o revocados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, y por violaciones de garantías cometidas en las propias sentencias laudos o resoluciones indicados.

Para los efectos de este artículo, sólo será procedente el juicio de amparo directo contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales civiles, administrativos o del trabajo, cuando sean contrarios a la letra de la ley aplicable al caso, a su interpretación jurídica o a sus principios generales de Derecho a falta de ley aplicable, cuando comprendan acciones, excepciones o cosas que no hayan sido objeto del juicio, o cuando no las comprendan todas, por omisión o negación expresa.

Cuando dentro del juicio surjan cuestiones, que no sean de imposible reparación, sobre constitucionalidad de leyes, tratados internacionales o reglamentos, sólo podrán hacerse valer en el amparo directo que proceda en contra de la sentencia definitiva, laudo o solución que pongan fin al juicio.

 ARTICULO 159.- En los juicios seguidos ante tribunales civiles, administrativos o del trabajo, se considerarán violadas las leyes del procedimiento y que se afectan las defensas del quejoso:

I.- Cuando no se le cite al juicio o se le cite en forma distinta de la prevenida por la ley;

II.- Cuando el quejoso haya sido mala o falsamente representado en el juicio de que se trate;

III.- Cuando no se le reciban las pruebas que legalmente haya ofrecido, o cuando no se reciban conforme a la ley;

IV.- Cuando se declare ilegalmente confeso al quejoso, a su representante o apoderado;

V.- Cuando se resuelva ilegalmente un incidente de nulidad;

VI.- Cuando no se le concedan los términos o prórrogas a que tuviere derecho con arreglo a la ley;

VII.- Cuando sin su culpa se reciban, sin su conocimiento, las pruebas ofrecidas por las otras partes, con excepción de las que fueren instrumentos públicos;

VIII.- Cuando no se le muestren algunos documentos o piezas de autos de manera que no pueda alegar sobre ellos;

IX.- Cuando se le desechen los recursos a que tuviere derecho con arreglo a la ley, respecto de providencias que afecten partes substanciales de procedimiento que produzcan indefensión, de acuerdo con las demás fracciones de este mismo artículo;

X.- Cuando el tribunal judicial, administrativo o del trabajo, continúe el procedimiento después de haberse promovido una competencia, o cuando el juez, magistrado o miembro de un tribunal del trabajo impedido o recusado, continúe conociendo del juicio, salvo los casos en que la ley lo faculte expresamente para proceder;

XI.- En los demás casos análogos a los de las fracciones que preceden, a juicio de la Suprema Corte de Justicia o de los Tribunales Colegiados de Circuito, según corresponda.

PROPUESTA. Otra solución para evitar la proliferación innecesaria de juicios podría ser que se apliquen las mismas reglas a los procedimientos seguidos en forma de juicio que en el amparo directo en materia civil.

Asimismo, que se de seguridad jurídica a la parte quejosa para impugnar por una sola vez la inconstitucionalidad de leyes, ya que el actual criterio es que el primer acto de aplicación debe causarle perjuicio, es decir se vincula la constitucionalidad de leyes a los aspectos de legalidad, cuando consideramos que es suficiente agravio el que se aplique una ley a la parte quejosa que  estima es inconstitucional. Pero además, en un procedimiento seguido en forma de juicio, se pueden aplicar distintos preceptos de una ley en distintos momentos, por lo que daría lugar a diversos juicios de amparo por el primer acto de aplicación, bajo el riesgo de que no hacerlo, al dictarse sentencia definitiva y reclamar la inconstitucionalidad de diversos artículos se sobresea bajo el criterio de ser actos consentidos.

A este problema se le agrega otro, en el sentido de que además la ley se debió aplicar en perjuicio de la quejosa, ya que aún cuando se aplique la ley, solo puede reclamar aquellos preceptos que le causen perjuicio a la parte quejosa, criterio que es totalmente distinto al amparo contra leyes heteroaplicativas. Por ello proponemos que una vez concluido el juicio o el procedimiento seguido en forma de juicio, el quejoso pueda impugnar la inconstitucionalidad de todos los preceptos que le fueron aplicados. 

114.- El amparo se pedirá ante el juez de distrito:

I.- Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo y que el acto reclamado no provenga de un procedimiento seguido en forma de juicio.

II. Contra actos promovidos por persona extraña a una controversia.

III.- Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados fuera de juicio o después de concluido. Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en la misma demanda las demás violaciones cometidas durante ese procedimiento, que hubieren dejado sin defensa al quejoso.

Tratándose de remates, sólo podrá promoverse el juicio contra la resolución definitiva en que se aprueben o desaprueben.

IV.- Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación;

V.- Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería;

ARTICULO 158.- El juicio de amparo directo es competencia del Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, en los términos establecidos por las fracciones V y VI del artículo 107 constitucional, y procede:

I.- Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su sola entrada en vigor o con motivo el primer acto de aplicación, causen perjuicios al quejoso.

II. Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, cuando el acto reclamado emane de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución definitiva, respecto de la cual no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o revocados por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia le conceda.

III. Contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o revocados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, y por violaciones de garantías cometidas en las propias sentencias laudos o resoluciones indicados.

Para los efectos de este artículo, sólo será procedente el juicio de amparo directo contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales civiles, administrativos o del trabajo, cuando sean contrarios a la letra de la ley aplicable al caso, a su interpretación jurídica o a sus principios generales de Derecho a falta de ley aplicable, cuando comprendan acciones, excepciones o cosas que no hayan sido objeto del juicio, o cuando no las comprendan todas, por omisión o negación expresa.

Cuando dentro del juicio surjan cuestiones, que no sean de imposible reparación, sobre constitucionalidad de leyes, tratados internacionales o reglamentos, sólo podrán hacerse valer en el amparo directo que proceda en contra de la sentencia definitiva, laudo o solución que pongan fin al juicio o resolución dictada que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo que ponga fin al procedimiento seguido en forma de juicio.

VI.- Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los Estados, en los casos de las fracciones II y III del artículo 1o. de esta ley.

 ARTICULO 159.- En los juicios seguidos ante tribunales civiles, administrativos o del trabajo, o en los procedimientos seguidos en forma de juicio que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo se considerarán violadas las leyes del procedimiento y que se afectan las defensas del quejoso:

 I.- Cuando no se le cite al juicio o al procedimiento seguido en forma de juicio o se le cite en forma distinta de la prevenida por la ley;

II.- Cuando el quejoso haya sido mala o falsamente representado en el juicio o en el procedimiento seguido en forma de juicio de que se trate;

III.- Cuando no se le reciban las pruebas que legalmente haya ofrecido, o cuando no se reciban conforme a la ley;

IV.- Cuando se declare ilegalmente confeso al quejoso, a su representante o apoderado;

V.- Cuando se resuelva ilegalmente un incidente de nulidad;

VI.- Cuando no se le concedan los términos o prórrogas a que tuviere derecho con arreglo a la ley;

VII.- Cuando sin su culpa se reciban, sin su conocimiento, las pruebas ofrecidas por las otras partes, con excepción de las que fueren instrumentos públicos;

VIII.- Cuando no se le muestren algunos documentos o piezas de autos de manera que no pueda alegar sobre ellos;

IX.- Cuando se le desechen los recursos a que tuviere derecho con arreglo a la ley, respecto de providencias que afecten partes substanciales de procedimiento que produzcan indefensión, de acuerdo con las demás fracciones de este mismo artículo;

X.- Cuando el tribunal judicial, administrativo o del trabajo, continúe el procedimiento después de haberse promovido una competencia, o cuando el juez, magistrado o miembro de un tribunal del trabajo impedido o recusado, continúe conociendo del juicio, salvo los casos en que la ley lo faculte expresamente para proceder;

XI.- En los demás casos análogos a los de las fracciones que preceden, a juicio de la Suprema Corte de Justicia o de los Tribunales Colegiados de Circuito, según corresponda.

Hacer una ley que facilite su aplicación mediante un texto menos complejo y más fácil de comprender y, en la medida de lo posible, menos interpretable.

4.1 En materia de suspensión

TEXTO ACTUAL ARTÍCULO 131. Promovida la suspensión conforme al artículo 124 de esta ley, el Juez de Distrito pedirá informe previo a la autoridad responsable, quien deberá rendirlo dentro de veinticuatro horas. Transcurrido dicho término, con informe o sin él, se celebrará la audiencia dentro de setenta y dos horas, excepto el caso previsto en el artículo 133, en la fecha y hora que se hayan señalado en el auto inicial, en la que el Juez podrá recibir únicamente las pruebas documental o de inspección ocular que ofrezcan las partes, las que se recibirán desde luego; y oyendo los alegatos del quejoso, del tercero perjudicado, si lo hubiera, y del Ministerio Público, el Juez resolverá en la misma audiencia, concediendo o negando la suspensión o lo que fuere procedente con arreglo al artículo 134 de esta ley.

Cuando se trate de alguno de los actos a que se refiere el artículo 17 de esta ley, podrá también el quejoso ofrecer prueba testimonial.

No son aplicables al incidente de suspensión las disposiciones relativas a la admisión de pruebas en la audiencia constitucional; no podrá exigirse al quejoso la proposición de la prueba testimonial, en el caso a que se refiere el párrafo anterior.

JUSTIFICACIÓN. El término para rendir el informe previo debería ampliarse, ya que en la práctica el informe es rendido por la autoridad responsable, en algunos casos hasta minutos antes de la celebración de la audiencia incidental, de la misma forma el término para la celebración de la audiencia de 72 horas, en la mayoría de las audiencias incidentales no se cumple, por lo que se considera que estos plazos sólo deberán prevalecer en los casos previsto en el artículo 22 Constitucional.

Por cuanto hace a que el Juez podrá recibir únicamente las pruebas documental o de inspección ocular que ofrezcan las partes, debería incluirse la testimonial, para los casos en que la autoridad niegue los actos reclamados, y no sólo en caso del artículo 17 de la Ley de Amparo.

TEXTO PROPUESTO. ARTÍCULO 131. Promovida la suspensión conforme al artículo 124 de esta ley, el Juez de Distrito pedirá informe previo a la autoridad responsable, quien deberá rendirlo dentro de cuarenta y ocho horas. Transcurrido dicho término, con informe o sin él, se celebrará la audiencia dentro de setenta y dos horas, excepto el caso previsto en el artículo 133, en la fecha y hora que se hayan señalado en el auto inicial, en la que el Juez podrá recibir únicamente las pruebas documental, de inspección ocular y la testimonial que ofrezcan las partes, las que se recibirán desde luego; y oyendo los alegatos del quejoso, del tercero perjudicado, si lo hubiera, y del Ministerio Público, el Juez resolverá en la misma audiencia, concediendo o negando la suspensión o lo que fuere procedente con arreglo al artículo 134 de esta ley.

No son aplicables al incidente de suspensión las disposiciones relativas a la admisión de pruebas en la audiencia constitucional; no podrá exigirse a las partes la proposición de la prueba testimonial.

Por razón de técnica, en la suspensión definitiva del acto reclamado, deberían analizarse, por su orden, las siguientes cuestiones: A).- Si son ciertos o no los actos reclamados (premisa). B).- Si la naturaleza de esos actos permite su paralización (requisitos naturales). C).- Si se satisfacen las condiciones exigidas por el artículo 124 de la Ley de Amparo (requisitos legales), y D).- Si ante la existencia de terceros perjudicados es necesario exigir alguna garantía (requisitos de efectividad).

TEXTO ACTUAL “ARTÍCULO 95. El recurso de queja es procedente:

l.- (...)

XI. Contra las resoluciones de un Juez de Distrito o del superior del tribunal responsable, en su caso, en que concedan o nieguen la suspensión provisional.”

JUSTIFICACIÓN. Ante la diversidad de medios de impugnación que se pueden presentar en la sustanciación del incidente de suspensión, principalmente en la suspensión provisional, consideramos que en contra del otorgamiento o negativa de la suspensión provisional, no debería existir ningún medio de impugnación (queja), ya que la tramitación de éste sólo dilata la sustanciación del procedimiento.

La fracción que se examina debería de ser suprimida en el entendido de que en la mayoría de los casos, por no decir todos, la suspensión definitiva es resuelta con anterioridad a la resolución del recurso de queja que se pudiera interponer o a que se engrose la sentencia.

TEXTO ACTUAL. Fuera de los casos a que se refiere el artículo anterior, la suspensión se decretará cuando concurran los requisitos siguientes:

I. Que la solicite el agraviado;

II. Que no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público.

Se considerará, entre otros casos, que sí se siguen esos perjuicios o se realizan esas contravenciones, cuando, de concederse la suspensión se continúe el funcionamiento de centros de vicio, de lenocinios, la producción y el comercio de drogas enervantes; se permita la consumación o continuación de delitos o de sus efectos, o el alza de precios con relación a artículos de primera necesidad o bien de consumo necesario; se impida la ejecución de medidas para combatir epidemias de carácter grave, el peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país, o la campaña contra el alcoholismo y la venta de sustancias que envenenen al individuo o degeneren la raza; o se permita el incumplimiento de las órdenes militares; y

III. Que sean de difícil reparación los daños y perjuicios que se causen al agraviado con la ejecución del acto.

El Juez de Distrito, al conceder la suspensión, procurará fijar la situación en que habrán de quedar las cosas y tomará las medidas pertinentes para conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio.

JUSTIFICACIÓN. La Jurisprudencia y criterios emanados del Poder Judicial de la Federación, básicamente desde el inicio de la actual Novena Epoca, han desplegado una serie de interpretaciones de las disposiciones legales en materia de suspensión que en mucho ha contribuido a incrementar el número de juicios de amparo.

Lo anterior ha permitido desde hace tiempo a incrementar el número de asuntos que en todas las instancias se ventilan tanto en la vía de amparo indirecto como en la de amparo directo, lo cual ha causado que, a la fecha, los juzgados y tribunales no atiendan de manera pronta y expedita los juicios.

Por lo que se debería incluir, un listado en los casos en los cuales, procede la suspensión del acto reclamado, y no estar innovando cada vez que se presente un juicio.

En otro orden de ideas, proponer soluciones viables a ésta situación, es complejo, mismas que contribuyan a aliviar la carga de trabajo de los tribunales federales, una de ellas podría ser que no se abuse de la instancia de amparo, ya que este juicio se ha convertido en casi un recurso, de manera que el exceso de trabajo en los tribunales federales se puede atribuir a los quejosos, y a la abundancia de actos de autoridad y la persistencia de ambos en agotar por sistema todos los medios de impugnación que las leyes conceden con absoluta independencia de que se tenga o no razón para agotar el mismo, sin que se generen con una nueva ley de amparo, restricciones en el acceso de los particulares a la instancia constitucional, que pudiera considerarse contraria al artículo 17 constitucional.

TEXTO PROPUESTO. ARTÍCULO 124. Fuera de los casos a que se refiere el artículo anterior, la suspensión se decretará cuando concurran los requisitos siguientes:

I. Que la solicite el agraviado;

II. Que no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público.( DEFINIR QUE ES O QUE SE ENTIENDE POR INTERES SOCIAL Y POR ORDEN PUBLICO E INCLUIR UN LISTADO DE LAS CAUSALES)

Se considerará, entre otros casos, que sí se siguen esos perjuicios o se realizan esas contravenciones, cuando, de concederse la suspensión se continúe el funcionamiento de centros de vicio, de lenocinios, la producción y el comercio de drogas enervantes; se permita la consumación o continuación de delitos o de sus efectos, o el alza de precios con relación a artículos de primera necesidad o bien de consumo necesario; se impida la ejecución de medidas para combatir epidemias de carácter grave, el peligro de invasión de enfermedades exóticas en el país, o la campaña contra el alcoholismo y la venta de sustancias que envenenen al individuo o degeneren la raza; o se permita el incumplimiento de las órdenes militares; y

III. Que sean de difícil reparación los daños y perjuicios que se causen al agraviado con la ejecución del acto.

El Juez de Distrito, al conceder la suspensión, procurará fijar la situación en que habrán de quedar las cosas y tomará las medidas pertinentes para conservar la materia del amparo hasta la terminación del juicio.

4.2 De las sentencias

TEXTO ACTUAL. ARTÍCULO 80. La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo; y cuando sea de carácter negativo, el efecto del amparo será obligar a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir, por su parte, lo que la misma garantía exija.



JUSTIFICACIÓN. Los actos de autoridad, son el presupuesto necesario para le existencia de un juicio de amparo, por lo que en primer lugar, sería sano que se adoptara la tendencia que se estudien primero los conceptos de violación que puedan conducir al amparo liso y llano y solo en caso de no haber tales, se entre al estudio de las violaciones procesales.

Es decir, si en materia de suspensión se puede aceptar la apariencia del buen derecho, en materia del fondo también puede adoptarse dicha tesis para resolver el fondo.

Por otra parte, el amparo “para efectos” únicamente debería proceder en contra de actos autoridad que nacen de la actividad del estado resolviendo una disputa entre particulares, y en consecuencia, al promoverse el juicio de amparo, aparece un particular como tercero perjudicado, y nunca en contra de actos, en los que el acto de autoridad nace de la actividad jurisdiccional del estado, dirimiendo controversias entre sí mismo y un particular, trátese de recursos o juicios administrativos, en donde aparece una entidad como tercero perjudicado.

Razón por la cual se debería modificar la actual redacción del artículo 80 de la Ley de Amparo, para quedar al tenor siguiente:

TEXTO PROPUESTO. ARTÍCULO 80. La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación. El amparo para efectos únicamente procederá en contra de actos autoridad que emanen de la actividad del estado resolviendo una controversia entre particulares

4.3 De la suplencia de la queja

TEXTO ACTUAL. ARTÍCULO 76 bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:

I. En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia;

II. En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo;

III. En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el artículo 227 de esta ley;

IV. En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador;

V. En favor de los menores de edad o incapaces; y

VI. En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa.

Otro punto importante, relacionado con el control constitucional, es el relativo al de la suplencia de la queja, y si este se debe extender a todas las materias o eliminar el amparo de estricto derecho tal como hasta ahora se le conoce.

Nuevamente las diversas interpretaciones realizadas a través de las jurisprudencias, que se le han dado al artículo 76 de la Ley de Amparo, para regular la suplencia de la queja, ha generado problemas que han tenido que ser resueltos por los Tribunales Colegiados y la Suprema Corte, en muchas ocasiones en forma contradictoria, todo esto generado por una indebida redacción.

Quizás una buena reforma a la Ley de Amparo en esta materia sería que se eliminen todos los vicios de la anterior redacción y se defina si se suple en todas las materias o en ninguna.

La suplencia de la queja nació como excepción al principio de estricto derecho, y consiste en que al analizar la constitucionalidad del acto o actos reclamados, únicamente se deben analizar y estimar los conceptos de violación aducidos en la demanda de amparo, en los términos que se han formulado, prohíbe que el juez de amparo pueda expresar consideraciones respecto a la constitucionalidad del acto reclamado, que no se haya hecho valer expresamente por el quejoso.

Consideramos que las fracciones lV y Vl deben ser eliminadas, ya que el principio del juicio de amparo, es de estricto derecho y las excepciones ya se encuentran plasmadas a saber, en materia penal y la laboral.

Razón por la cual consideramos, que es un rubro que debería analizarse.

TEXTO PROPUESTO. ARTÍCULO 76 bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:

I. En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia;

II. En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo;

III. En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el artículo 227 de esta ley;

IV. En materia laboral, la suplencia sólo se aplicará en favor del trabajador;

V. En favor de los menores de edad o incapaces.

Agradeciendo de antemano las atenciones que se sirva prestar a la presente, aprovechamos la oportunidad para enviarle un cordial saludo.

LUIS ORLANDO HERNÁNDEZ PÉRZ 

Propuestas

En los últimos años, se han registrado una serie de cambios trascendentales al interior de los ejidos y comunidades a partir de las nuevas instituciones creadas con las reformas al artículo 27 Constitucional  publicadas el  seis de enero del año mil novecientos noventa y dos, como son la creación de los Tribunales Agrarios, La Procuraduría Agraria y Registro Agrario Nacional como órganos desconcentrados de la Secretaria de la Reforma Agraria, entre otros. 

Y como consecuencia  inmediata a las reformas antes mencionadas, el 26 de febrero de 1992, se publicó la Ley  reglamentaria del artículo 27 Constitucional en materia Agraria. Por lo que la realidad exige ser congruente, toda vez que al surgir nuevos instrumentos jurídicos, el Libro Segundo que regula el Amparo en materia agraria, queda rebasado por las circunstancias  en que nos sitúa la observancia de las nuevas leyes y reglamentos creados a partir de la reforma antes mencionada. Por lo que el presente comentario,  tiende a aportar  algunos aspectos  con la  finalidad de que la Ley de Amparo, Institución Jurídica por demás inigualable por su riqueza y profundidad, quede a la altura de las necesidades que se presentan ante el desempeño jurisdiccional cotidiano.

Por lo que sugiero a la discusión de esa H. Comisión, las siguientes consideraciones:

Libro Segundo, Capítulo único:

Artículo 212: Con la finalidad de tutelar a los núcleos de población ejidal o comunal, a los ejidatarios, comuneros y avecindados, en sus derechos agrarios, así como en su pretención de derechos,  se observarán las disposiciones del presente libro segundo en los siguientes juicios de amparos:

I.- Aquéllos en que se reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar de la propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos, o a los núcleos de población que de hecho y por derecho guarden el estado comunal, o a los ejidatarios, comuneros y avecindados, si las entidades o individuos mencionados figuran como quejosos que como terceros perjudicados;

II.- Cuando los actos reclamados afecten o puedan afectar otros derechos agrarios de las entidades o individuos a que se refiere la fracción anterior, sea que figuren como quejosos o como terceros perjudicados; y

III.- Aquellos en que la consecuencia sea o no reconocerles o afectarles en cualquier forma derechos que hayan demandado ante las autoridades, quienes los hayan hecho valer como aspirantes a ejidatarios, comuneros y avecindados.

Comentario: Se incorpora la  palabra avecindado,  cuya figura se encuentra contenida en el artículo 13 de la ley agraria,  y en materia de amparo resulta excluyente el trato que se da al avecindado, el cual no goza de las bondades de los plazos con  que cuentan los ejidatarios para interponer los juicios, ya que se les aplica los términos  contemplados en el artículo 21 de la Ley de amparo. Segregándose además  la frase “ a quienes pertenezcan a la clase campesina”,  debido a que es un término  genérico o concepto sociológico, de los específicamente señalados en la Ley Agraria.

ARTICULO 217.- La demanda de amparo podrá interponerse en el plazo de noventa días, cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto, privar totalmente o parcialmente, en forma temporal o definitiva de la propiedad, posesión o  disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal.

Comentario:  Se señala plazo preclusivo para la presentación de la demanda de amparo, porque al quedar abierto el término de impugnación de actos de autoridad que afecten intereses ejidales o comunales, propician incertidumbre jurídica, ya que las resoluciones de los Tribunales  en donde intervengan como partes núcleos ejidales o comunales, nunca causan estado,  se sugiere el término de noventa días, por virtud que dicho término se encuentra también especificado en el artículo 61 in fine de la Ley Agraria. Cabe mencionar que al respecto, existe una propuesta realizada en el VIII Congreso Mexicano de Derecho Procesal ( Jalapa 1979) “Que se establezca un plazo preclusivo de tres años, tratándose de la interposición del juicio de amparo para proteger los derechos colectivos agrarios(Memoria del VIII Congreso Mexicano de Derecho Pocesal pag. 337) 

En lo concerniente a las disposiciones existentes del amparo en materia, podrían prevalecer aquellas que le dan el sello de singularidad, ya que las mismas se encuentran dominadas por el espíritu tutelar a la clase campesina; y obviar  los términos relacionados a la substanciación del amparo indirecto, toda vez que con la creación de los Tribunales Agrarios, surgió la figura del amparo directo agrario, por lo que considero que se observarían en la tramitación de los juicios, las disposiciones contempladas en el libro primero, titulo segundo y titulo tercero. 

MARTHA A. CHÁVEZ RANGEL

� Un penoso ejemplo del criterio que denuncio y que motiva mi propuesta de reforma, es el caso de la revisión adhesiva planteada por el suscrito ante el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Penal, en el expediente 400/99 y en el recurso de reclamación que al efecto interpuse y en el que inopinadamente el Tribunal Pleno sostuvo tan absurdo criterio. 
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